
1

SEPTIEMBRE DE 2022
EDICIÓN Nº013

IS
SN

 2
79

6-
94

01

11 Observación nacional e internacional de 
las elecciones brasileñas de 2022

Volgane Oliveira Carvalho

 Vinicius Quintino de Oliveira

Elder Maia Goltzman

Sabrina de Paula Braga

Vitor De Andrade Monteiro

Valéria Dias Paes Landim

Frederico Rafael Martins de Almeida

05
08

16
20
2313

Tecnología e integridad: ¿dos caras del sistema 
brasileño de voto electrónico?

El tribunal superior electoral de Brasil y su combate
a la desinformación: avances y cambios

Violencia política de género: la vieja amenaza bajo 
un nuevo tratamiento legal en las elecciones brasileñas 
de 2020

El combate a la desinformación por el organismo 
electoral brasileño

¿Dónde está el compromiso de Brasil con las mujeres
en la política?

Enfrentar la desinformación en las campañas electorales



2

Dirección
Florida 336, piso 5, CABA, C1005AAH
ISSN 2796-9401



3

Esta edición de la Revista CAOESTE pretende acompañar el proceso 
electoral brasileño en el que el próximo 2 de octubre serán elegidos el 
Presidente y el Vicepresidente de la República, 513 diputados federales, 
27 senadores, 27 gobernadores y vicegobernadores, además de 1.059 
diputados estaduales.

En esta oportunidad, los articulistas de la 13ra edición de “Elecciones y 
Democracia Subnacional” serán los asociados y las asociadas de la Confe-
rencia Americana de Organismos Electorales Subnacionales por la Trans-
parencia Electoral. 

Elder Goltzman parte de las experiencias vividas por la Justicia Electoral 
durante los comicios de 2018, especialmente las causadas por la desin-
formación a la imagen y credibilidad institucional, para hacer un reco-
rrido por las medidas impulsadas por la autoridad electoral tales como 
el Programa Permanente de Combate a la Desinformación, la Asesoría 
Especial para el Combate a la Desinformación (AEED), la creación del 
Frente Nacional de Combate a la Desinformación (FRENTE), y del Sistema 
de Alertas; planes que son fundamentales para minimizar el impacto de 
la circulación de Fake News y para dotar a la sociedad de instrumentos 
innovadores para desalentar esta práctica, promoviendo el voto informa-
do y consciente.  

Siguiendo esta linea, Vítor de Andrade Monteiro, a través de “Abordando 
la desinformación por parte de los organismos electorales brasileños”, 
brinda un trabajo que tiene como objetivo presentar las principales ac-
ciones desarrolladas por el organismo electoral brasileño para enfrentar 
el desafiante escenario actual en el que los agentes de desinformación 
dirigen sus esfuerzos para difundir noticias falsas sobre las elecciones, la 
institución electoral y sus miembros.

Por su parte, Frederico Martins de Almeida recalca que el acceso del 
ciudadano al máximo conocimiento es un derecho y un votante desin-
formado no puede estar lo suficientemente involucrado o comprometido 
con el proceso electoral.

Es en este contexto que resalta la importancia que tienen las campañas 
electorales y el impacto directo que tienen las decisiones políticas en la 
vida de los ciudadanos.

Volgane Carvalho, narra cómo Brasil se convirtió en un país de vanguar-
dia con respecto a la informatización del sistema de votación y el conteo 
de votos, siendo el primer país del mundo en informatizar todas las eta-
pas de una elección - identificación de votantes, votación, conteo y la 
totalización; – un modelo con un alto nivel de aceptación social a pesar 
de que cada vez son más los ataques que plantean dudas infundadas so-
bre su fiabilidad. 

En su artículo, da cuenta de cómo fue la creación del registro unificado 
de todos los votantes brasileños, seguido por el desarrollo y aplicación 
de un sistema de voto basado en una urna electrónica y los beneficios 
que ésta brinda. 

Por su parte, Vinicius Quintino, en su artículo “Observación nacional e in-
ternacional de las elecciones brasileñas de 2022”, parte de la importancia 
de abrir el modelo electoral brasileño aplicando herramientas de acredi-
tación y evaluación reconocidas a nivel nacional e internacional con el 
objetivo de evidenciar el valor agregado que aportan los resultados de las 
misiones de observación electoral aduciendo que, “abrir las puertas de 
la Corte Electoral a terceros de confianza simboliza el compromiso con la 
transparencia, integridad y eficiencia en el proceso electoral”.

Tomando en cuenta las recomendaciones de la Organización de los Es-
tados Americanos (OEA), describe las prácticas de observación indepen-
diente como estándar de evaluación reconocido a nivel mundial que el 
TSE ha fomentado con el objetivo de contribuir al mejoramiento de los 
procesos electorales, además de fortalecer la confianza ciudadana en las 
elecciones.

Destaca que para el 2022, el Tribunal Superior Electoral movilizó a los 
principales organismos internacionales de observación electoral del 
mundo, posibilitando la participación de cientos de observadores y tam-
bién será la primera vez que ocho misiones nacionales de observación 
electoral irán al terreno simultáneamente, cubriendo los 26 estados del 
país y el Distrito Federal.

El debate sobre el rol de la participación política de la mujer, es abordado 
por Sabrina Braga, quien en su artículo “Violencia política de género: la 
vieja amenaza bajo un nuevo tratamiento legal en el Elecciones Brasile-
ñas 2020”, da cuenta de la infrarrepresentación de las mujeres como un 
reflejo de la discriminación y la violencia que ellas enfrentan.

A través de un análisis de la legislación que entrará en vigor en las próxi-
mas elecciones de Brasil en 2022, destaca los puntos positivos y nega-
tivos de la Ley n. 14.192/2021, la cual establece normas para prevenir, 
reprimir y combatir la violencia política contra las mujeres con el objetivo 
de reconocer el fenómeno y dar visibilidad al problema.

En la misma linea, la articulista Valéria Paes Landim se pregunta cuáles 
son los compromisos formales de Brasil para una mayor participación fe-
menina en la arena política; la igualdad en la Constitución, el marco legal 
y el modelo actual de Ley de Cuotas; la necesidad de rediseñar y asociar 
nuevos mecanismos para resultados, las listas cerradas y las reservas de 
plazas.

Bárbara Benetti

Coordinadora Regional de la Conferencia Americana de Orga-
nismos Electorales Subnacionales por la Transparencia Electoral 
CAOESTE
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Tecnología e integridad: ¿dos caras del 
sistema brasileño de voto electrónico?

Candidato al Doctorado en Políticas Públicas (UFPI). Magíster en Derecho 
de la PUCRS (2015). Servidor de la Justicia Electoral. Instructor colabora-
dor de Escuelas Judiciales Electorales. Secretario General Adjunto de la 
Academia Brasileña de Derecho Electoral y Político (ABRADEP). 

Volgane Oliveira Carvalho

Brasil y los brasileños han estado viviendo con elecciones desde 1532 
casi ininterrumpidamente. Se puede decir que antes incluso había con-
ciencia sobre lo que realmente representaban los reclamos y cuál era 
su valor, antes de que hubiera una identidad nacional, antes de la for-
mación de una base política mínima.  Esto hizo que la historia electoral 
brasileña se desarrollara bajo el signo del fraude. 

Durante la primera mitad del siglo 20 las disputas electorales fueron 
ganadas por aquellos que podían dominar los mecanismos más efi-
cientes de fraude. Este ambiente de continuo desprecio por los deseos 
manifestados por los votantes asociados con la falta de libertad para 
la elección de los representantes fomentó el desarrollo de una fuer-
te crítica social en torno a la regularidad de las elecciones brasileñas, 
especialmente después del final del ciclo dictatorial a mediados de la 
década de 1980. 

La bala de plata elegida para el proceso de moralización de las elec-
ciones brasileñas la adopción de sistemas completamente informati-
zados en todas las etapas del proceso electoral, que tuvieron como 
primer paso la creación de un registro unificado de todos los votantes 
brasileños, mantenido a través de una base de datos computarizada, 
compartida y alimentada por todos los órganos de la Justicia Electoral. 
Para la realización de dicho plan,   fue necesario volver a registrar el 
electorado brasileño, lo que ocurrió en 1986 con miras a las elecciones 
municipales que se celebraron ese año.

No es difícil darse cuenta de la importancia de este 
compromiso de revisar el electorado nacional. La úl-
tima reinscripción se produjo en 1958, un período de 
tiempo de casi 30 años, en el que la población brasi-
leña total se había más que duplicado. A pesar de las 
intensas campañas de alistamiento promovidas en el 
momento de las elecciones generales de 1982 y de 
las elecciones en las capitales de los estados en 1985, 
era una tarea esencial de la Justicia Electoral revisar el 
electorado nacional, cuya magnitud había aumentado 
debido a la extensión del derecho al voto a los analfa-
betos. 1

El siguiente paso fue el más audaz: el desarrollo y aplicación de un 
sistema de voto electrónico basado en una urna electrónica. La idea 
en sí misma de desarrollar una máquina de votación no era nueva para 
los brasileños, dado que el tema ya había sido planteado seriamente 
por Assis Brasil en la década de 1930. Las primeras pruebas incluso se 
realizaron en ese momento. Sin embargo, sólo a mediados del decenio 
de 1990 comenzaron a ultimarse las medidas con miras a lograr este 
objetivo. 2El proceso fue teórico, ya que, entre el establecimiento de un 
grupo técnico especializado para realizar estudios preliminares sobre 
la viabilidad del voto informatizado y la adopción efectiva del sistema, 
no tomó ni siquiera dos años3. 

La urna electrónica se estableció definitivamente en las elecciones de 
1996, una oportunidad en la que se utilizó el sistema de votación elec-

1 SADEK, Maria Tereza, et. al. Eleições 1986. São Paulo: Revista dos Tribunais/IDESP, 1986, p. 105.
2 BRASIL. TRIBUNAL REGIONAL ELEITORAL DO RIO GRANDE DO SUL. Voto eletrônico. 3. ed. rev. ampl. 
Porto Alegre: Tribunal Regional Eleitoral do Rio Grande do Sul, 2006.
3 CAMARÃO, Paulo César Bhering. O voto informatizado: modernização da Justiça Eleitoral Brasileira. São 
Paulo: Empresa das Artes, 1997.
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trónica en todas las ciudades brasileñas con más de 200.000 votantes. 
Por lo tanto, es necesario desarrollar un concepto aceptable de lo que 
será el voto electrónico, a fin de establecer límites para su práctica.

El término “voto electrónico” puede utilizarse en un 
sentido restringido o amplio. En el primer caso, la ex-
presión voto electrónico (a veces denominado voto 
electrónico) se utiliza como sinónimo de voto; en el 
sentido de que en los actos electorales o referendos, 
el derecho al voto podrá ejercerse mediante un dis-
positivo electrónico situado dentro o fuera de la mesa 
electoral. En el segundo caso, esta expresión abarca al-
gunos o todos los actos necesarios para la celebración 
de elecciones y referendos: el censo, el acto de votar 
en sí, la transmisión de resultados parciales y la publi-
cación oficial de los resultados finales. En este sentido, 
el voto electrónico y el sistema de voto electrónico son 
sinónimos. 4

Así, si bien brasil ha optado por la informatización completa de su sis-
tema de votación y la totalización de los votos, el concepto de voto 
electrónico se adjuntaría a la primera modalidad, considerando que 
todos los actos del proceso, comenzando con el registro de votantes 
y culminando en la graduación de los elegidos, están completamente 
categorizados e independientes,  siguiendo un esquema lógico y se-
cuencial.

La posición de liderazgo de Brasil con respecto a la informatización del 
sistema de votación y la totalización de los votos se deriva del hecho 
de que fue el primer y único país del mundo en informatizar todas las 
etapas de una elección: identificación de votantes, voto secreto, con-
teo de votos de cada una de las urnas) y totalización (la suma de los 
votos de todas las urnas). Además, Brasil se destaca por abarcar las 
tres primeras fases electorales en el mismo equipo, es decir, en la urna 
electrónica, que es característica del sistema electoral computarizado 
brasileño.5

El modelo de votación brasileño tiene un alto nivel de aceptación so-
cial, aunque haya sufrido, cada vez más ataques que plantean dudas 
infundadas sobre su fiabilidad. En gran medida, este éxito se deriva de 
la existencia de un órgano judicial independiente como garante del sis-
tema, a diferencia de otros países que prefieren atribuir tal mister a de-
partamentos ejecutivos que difícilmente pueden demostrar la impar-
cialidad necesaria para la organización y realización de las elecciones.

Este control, ejercido por un órgano aturdido con cual-
quier interés político y apoyado en el prestigio gana-
do por la habitual imparcialidad en las funciones ju-
diciales, permitió un alto grado de confianza entre el 
electorado y la Justicia Electoral, fundamental para la 
formación del ambiente jurídico necesario para votar a 
través de la urna electrónica. 6

Además, la aceptación social resulta ytambién las ventajas presenta-
das por el modelo electrónico del voto brasileño, del cual emergen 
las siguientes virtudes cardinales: economía, velocidad y seguridad. 
El voto electrónico produce un alto nivel de seguridad a un costo re-
lativamente bajo, dado que las máquinas de votación electrónica se 
utilizan en las siguientes elecciones, sufriendo solo actualizaciones de 
su software. 

También cumplen una importante función social, teniendo en cuenta 
que su uso no se limita a las elecciones oficiales, y pueden ser pres-
tados para elecciones parametrizadas7, es decir, procesos electorales 
llevados a cabo por organismos públicos u organismos de interés pú-
blico y en la elección de los miembros componentes de los Consejos 
Tutelares en los municipios brasileños. 

4 DIAS, João Ferreira. Voto electrónico. In: ANTUNES, Pedro, et. al. Voto electrónico: discussão técnica dos 
seus problemas e oportunidades. Lisboa: Sílabos, 2008, p. 17.
5 SILVA, Mônica Corrêa da. Voto Eletrônico: É mais seguro votar assim? Florianópolis: Insular, 2002.
6  TAVARES, André Ramos; MOREIRA, Diogo Rais Rodrigues. O voto eletrônico no Brasil. Estudos Eleito-
rais. v. 6., n. 3. set/dez. Brasília: 2011, p. 23.
7 Las elecciones parametrizadas, reguladas por la Resolución-TSE Nº 22.685/07, son aquellas que, utilizan-
do urnas electrónicas, sirven para elegir representantes de organismos públicos (consejos tutelares, v. g.) 
o líderes de órganos de representación profesional (secciones del Colegio de Abogados de Brasil, consejos 
regionales de Ingeniería y Arquitectura, consejos regionales de Agentes Inmobiliarios, por ejemplo). Con 
ello, las máquinas de voto electrónico sirven a la sociedad en otros momentos importantes, amortiguan 
sus costes de producción y facilitan su mejora.

Es notorio ganar tiempo en las elecciones celebradas con lastre en el 
voto electrónico, ya que los resultados son precisos y con un alto nivel 
de seguridad y exactitud.  Y la necesidad de respuestas rápidas, casi 
inmediatas, a todas las demandas y preguntas es una de las caracterís-
ticas más destacadas del ciudadano posmoderno.

Finalmente, los mecanismos de seguridad y vigilancia desarrollados 
para las urnas electrónicas reducen la posibilidad de fraude electoral. 
Según Coelho:8

Será designado por el juez electoral día y hora, notifi-
cando a fiscales y delegados de partidos y coaliciones 
para presenciar, cuándo se “cobrará en máquinas de 
votación electrónica mediante la inclusión de mesas, 
mediante tarjeta de memoria”. Después, se realizarán 
las pruebas de funcionamiento y sellarán las urnas. 
El artículo 9 de la Instrucción del TSE Nº 47 establece 
que “los fiscales y delegados de los partidos políticos y 
coalición tienen garantizada la amplia supervisión de 
la carga de máquinas de votación electrónica, permi-
tiéndose la conferencia por muestreo, en hasta el 3% 
de las máquinas”.

Por si todos los mecanismos de protección señalados no fueran sufi-
cientes, la legislación electoral exige una votación paralela el día de las 
elecciones para vigilar el funcionamiento de las máquinas de votación 
electrónica y demostrar la idoneidad de los programas instalados en 
ellas. El evento consiste en un simulacro de elección en el que todos 
los votos se filman y anotan en una tabla y, al final del día, se comparan 
los resultados de la urna electrónica con la información archivada en 
busca de cualquier discrepancia que demuestre debilidades o defec-
tos en el sistema.  9Virgílio Afonso da Silva resume10 las cualidades del 
modelo brasileño:

En un país con una tasa aún alta de analfabetismo 
funcional, el voto electrónico es más simple porque la 
urna muestra fotos de candidatos y candidatas y es po-
sible asegurarse de que el voto se dio correctamente. 
Además, el cálculo de los votos es muy rápido y el re-
sultado final de las elecciones nacionales, con cientos 
de millones de preferencias a contar, se da a conocer a 
las pocas horas del cierre de las sesiones electorales. 
Como ya se mencionó, otra ventaja es la posible re-
ducción de los votos nulos involuntarios. Por último, 
la urna electrónica facilita el voto de las personas con 
discapacidad visual, ya que las teclas tienen caracteres 
braille (en relieve). 

Es innegable, por otro lado, que  todavía hay muchas preocupaciones 
relacionadas con la seguridad del modelo de votación brasileño, espe-
cialmente con respecto a los sistemas insertados en las máquinas de 
votación electrónica. Este temor puede atribuirse, en su mayoría, al 
miedo inato de los ciudadanos ya inclementes por una larga historia 
de fraude electoral y minoritario a grupos antidemocráticos que siem-
bran desinformación con el objetivo de desestructurar los pilares de la 
democracia nacional. 

Hasta ahora, las elecciones realizadas a través de este 
sistema (electrónico) no han llevado a ninguna sospe-
cha de fraude. El límite de la ambición y la mala con-
ducta de algunos, que buscan el poder a cualquier cos-
to, recomiendan, sin embargo, una búsqueda creciente 
de mejorar la seguridad en este mecanismo de vota-
ción para evitar sorpresas desagradables. Después de 
todo, personas especializadas en informática invaden 
las cuentas bancarias e incluso el sistema de defensa 
de los países más sofisticados, requiriendo, en base a 
este hallazgo, una mayor vigilancia para que no se alte-
re la voluntad de los votantes. 11

8  COÊLHO, Marcus Vinicius Furtado. Direito Eleitoral e Processo Eleitoral: Direito Penal Eleitoral e Direito 
Político. Rio de Janeiro: Renovar, 2008, p. 292.
9 BARREIROS NETO, Jaime. Direito Eleitoral. 8. ed. Salvador: JusPodivm, 2018.
10 SILVA, Virgílio Afonso. Direito Constitucional brasileiro. São Paulo: Universidade de São Paulo, 2021, 
p. 297-298.
11 PINTO, Djalma. Direito Eleitoral: improbidade administrativa e responsabilidade fiscal. 5. ed. São 
Paulo: Atlas, 2010. p. 186.
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Esta incautación no merece ser promovida, porque el sistema utilizado 
por las urnas electrónicas brasileñas no tiene conexión a Internet. In-
cluso el proceso de transferencia de los datos obtenidos tras el proceso 
de votación se lleva a cabo mediante un sistema herméticamente cer-
rado (intranet), al que solo tienen acceso los ordenadores de la Justicia 
Electoral y, sin embargo, a través de complejas contraseñas alfanumé-
ricas previamente distribuidas y controladas por un grupo restringido 
de personas implicadas en el proceso. 

Otra preocupación importante con respecto al modelo de votación bra-
sileño se refiere a la ausencia de un comprobante de votación impreso 
que permita al votante hacer una conferencia con el voto y garantizar a 
los partidos, coaliciones y candidatos la posibilidad de volver a contar 
los votos cuando   haya temor a la manipulación de los resultados. 

Actualmente, la única posibilidad de eludir el sistema aún persistente 
en el modelo de votación brasileño estaría representada por la posi-
bilidad de que un votante votara para pasar por otro.12  Sin embargo, 
desde el año 2008 el TSE inició el proceso de reinscripción de todos los 
electores del 13país, cuando se complete el proceso, todos los ciuda-
danos serán identificados en la urna electrónica por sus huellas dac-
tilares. 

Cabe destacar que la efectividad de la biometría cier-
ra un ciclo en la Justicia Electoral, colocándola en una 
posición radicalmente opuesta a la existente en el mo-
mento en que se celebraron las elecciones para que 
valiera la pena. La implementación de la nueva tec-
nología permite realizar principios como la verdad, la 
sinceridad y la autenticidad del voto y las elecciones, 
viejas aspiraciones de todos los sistemas democráticos 
conocidos. 14

Asociado a esto, existen mecanismos efectivos de vigilancia que se 
ofrecen a candidatos, partidos políticos y coaliciones dentro de los co-
legios electorales, permitiéndoles cuestionar la identidad de los elec-
tores y posponer el ejercicio del derecho al voto hasta que se resuelvan 
todas las dudas sobre la identidad del ciudadano.

Incluso con las necesidades locales y con la aceptación y el apoyo so-
cial, los dos sistemas no escapan a ser golpeados por acusaciones de 
irregularidades y amenazas de fraude, pero esta es una de las conse-
cuencias esperadas de la libre manifestación del pensamiento y la li-
bertad individual innata al juego democrático. Después de todo, nunca 
habrá un sistema de votación que satisfaga completamente a todos, 
por lo que no habrá una democracia plena con el silenciamiento de las 
expresiones de opinión construidas en obediencia a los dictados de la 
norma constitucional.
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El tribunal superior electoral de Brasil y su combate 
a la desinformación: avances y cambios

Magíster en Derecho e Instituciones del Sistema de Justicia por la UFMA. 
Investigador en NEDID/UFMA. Desinformação em Contextos Eleitorais e 
Liberdade de Expressão (Editora Fórum/2022).  Miembro de ABRADEP y 
CAOESTE.

Elder Maia Goltzman

La desinformación representa uno de los mayores problemas que en-
frenta la Justicia Electoral brasileña en los últimos años. En las eleccio-
nes presidenciales de 2018, la agencia se sorprendió por una avalancha 
de acusaciones falsas creadas para infundir sentimientos de ira y mie-
do en los votantes, haciendo  que una parte de la gente creyera que 
la institución de alguna manera estaría detrás del fraude en las urnas 
electrónicas. Videos, audios y mensajes circularon, sin ninguna veraci-
dad, en un intento de desacreditar al organismo electoral brasileño y 
generar animosidades hacia el entorno político.

La Organización de los Estados Americanos (OEA), también en 2018, 
realizó su primera Misión de Observación Electoral (MOE) en el país 
y reveló su preocupación por el despido de contenido fabricado para 
engañar a los ciudadanos durante las elecciones, especialmente a tra-
vés de aplicaciones de mensajería instantánea. En su informe final, la 
MOE consideró:

A pesar de los esfuerzos realizados en Brasil para com-
batir la desinformación, la Misión notó que la prolifera-
ción de información falsa observada en el momento de 
las elecciones del 7 de octubre pasado se intensificó en 

la segunda vuelta de las elecciones, extendiéndose a 
otras plataformas digitales, como Whatsapp.  La natu-
raleza de esta herramienta, un servicio de mensajería 
privada encriptada, dificulta la lucha contra la propaga-
ción de noticias falsas1.

Por ello, para las elecciones municipales celebradas en 2020, el Tribu-
nal Superior Electoral (TSE) ha preparado su Programa de Combate a la 
Desinformación con Foco en las Elecciones de 2020. La estrategia tuvo 
tres ejes principales: pluralidad informativa, acción educativa y enfo-
que en los comportamientos. Por pluralidad informativa, se compren-
de la necesidad de difundir información veraz y confiable, así como 
demostrar la transparencia del proceso electoral.

A su vez, el eje de acciones educativas buscó brindar herramientas y 
medios para que el electorado pudiera entender el problema de la 
desinformación y desarrollar su espíritu crítico, pudiendo reconocer 
contenidos fraudulentos, así como saber dónde buscar información 
confiable. El enfoque en el comportamiento expresó la premisa de que 
el abordaje de la Justicia Electoral se centraría no en los contenidos 
considerados, sino en acciones que propagaran la desinformación a 
través de recursos tecnológicos con disparos masivos, por ejemplo2.

Los resultados fueron positivos y señalados por la Misión de Observa-
ción Electoral de la OEA, que regresó a Brasil para las elecciones muni-

1 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. Informe Final de la Misión de Observación Electoral 
Elecciones Generales Brasil 2018. Disponible en: http://scm.oas.org/pdfs/2019/CP40397PRELATORIOFI-
NALMOEBRASIL2018.pdf Consultado el 20/08/2022 p. 17
2 TRIBUNAL SUPERIOR ELEITORAL. Programa de Enfrentamento à Desinformação com Foco nas Eleições 
de 2020. Disponible en: https://bibliotecadigital.tse.jus.br/xmlui/bitstream/handle/bdtse/7523/2020_
tse_programa_enfrentamento_desinformacao.pdf?sequence=1&isAllowed=y Consultado el 20/08/2022 
p.6-7

http://scm.oas.org/pdfs/2019/CP40397PRELATORIOFINALMOEBRASIL2018.pdf
http://scm.oas.org/pdfs/2019/CP40397PRELATORIOFINALMOEBRASIL2018.pdf
https://bibliotecadigital.tse.jus.br/xmlui/bitstream/handle/bdtse/7523/2020_tse_programa_enfrentamento_desinformacao.pdf?sequence=1&isAllowed=y
https://bibliotecadigital.tse.jus.br/xmlui/bitstream/handle/bdtse/7523/2020_tse_programa_enfrentamento_desinformacao.pdf?sequence=1&isAllowed=y
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cipales de 2020. Sin embargo, a pesar de las mejoras, la MOE todavía 
expresó su preocupación por el escenario nacional. A este respecto, 
véase un extracto del informe final de la misión:

La MOE/OEA saluda los esfuerzos del TSE, que involu-
cró a diversos actores, entre ellos medios de comuni-
cación, instituciones gubernamentales, organizaciones 
políticas, periodistas y agencias de verificación de no-
ticias, plataformas digitales, empresas de telecomuni-
caciones y sociedad civil. Además, felicita la apertura, 
los esfuerzos de diálogo permanente y la acción de la 
Corte que implementó medidas a corto, mediano y lar-
go plazo y logró ampliar el alcance de las noticias veri-
ficadas y sensibilizar a la sociedad. 
Las acciones impulsadas por la autoridad electoral 
fueron fundamentales para minimizar el impacto de la 
circulación de noticias falsas y poner a disposición de 
la sociedad instrumentos innovadores de desincenti-
vo de esta práctica, promoviendo el voto informado y 
consciente. Sin embargo, todavía existe preocupación 
entre varios actores por la circulación de noticias falsas 
y ataques masivos en varias plataformas3.

Bajo la presidencia del Ministro Luís Roberto Barroso, a través de la 
Ordenanza TSE No. 510 del 4 de agosto de 2021, se estableció el Pro-
grama Permanente de Combate a la Desinformación. Con el tema de la 
ley, el Tribunal Superior Electoral expresó que la desinformación no es 
un problema temporal y que existe una necesidad constante de que el 
organismo se ocupe del tema a través de un enfoque multidisciplinario 
y multisectorial.

Este punto de vista es importante porque la desinformación involu-
cra puntos que no se pueden resolver con una sola mirada. Por citar 
un ejemplo, la psicología es un área importante del conocimiento que 
debe asociarse en la lucha contra los contenidos manipulados. Si la 
idea de quién está detrás es utilizar la emoción para eludir la raciona-
lidad de quienes reciben el material fabricado, se deben trazar estra-
tegias para saber cómo actuar, además de la Alfabetización Mediática 
e Informacional (AMI) de la población. Según la Organización de las 
Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), 
AMI se entiende como el 

un conjunto de competencias que empodera a los ciu-
dadanos para acceder, recuperar, comprender, evaluar, 
utilizar, crear y compartir información y contenidos 
mediáticos de todos los formatos, utilizando diversas 
herramientas, con sentido crítico y de manera ética y 
efectiva, para que puedan participar y participar en ac-
tividades personales, profesionales y sociales4.

Más recientemente, bajo la dirección del Ministro Edson Facchin, 
se creó la Oficina Asesora Especial para combatir la desinformación 
(AEED). La iniciativa de la Corte es elogiada por destacar una unidad es-
pecífica para hacer frente a la desinformación, que, como se ha dicho, 
es un problema permanente.

El desempeño de AEED ha sido fundamental y ha generado buenos 
resultados. Para la elección de 2022 se eligieron tres ejes de acción, se-
gún lo establecido en el Plan Estratégico para las Elecciones de 20225. 
El primero, informar, busca difundir información veraz y oficial sobre el 
proceso electoral, especialmente en los puntos que afectan la integri-
dad de las elecciones. 
3 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. Informe Final de la Misión de Observación Electoral 
Elecciones Municipales Brasil 2020. Disponible en: http://scm.oas.org/pdfs/2022/CP45441PCP.pdf Con-
sultado el 20/08/2022 p. 23
4 UNESCO. Marco de Avaliação Global da Alfabetização Midiática e Informacional (AMI): disposição e 

Competências do País. Brasilia: UNESCO, Cetic. Br. 2016. p. 28

5 TRIBUNAL SUPERIOR ELEITORAL. Plano Estratégico Eleições 2022. Tribunal Superior Electoral: Brasilia, 
2022. Disponible en: https://www.tse.jus.br/comunicacao/noticias/arquivos/plano-estrategico-tse-desin-
formacao-2022 Consultado el 19/08/2022

La preocupación aquí es porque la desinformación socava la confianza 
del electorado en el sistema de votación brasileño, por lo que la Corte 
ha hecho campaña para demostrar que las elecciones en Brasil son 
seguras, auditables y transparentes. Además, la institución ha impul-
sado varias iniciativas para acercar contenido oficial a las personas. La 
página del TSE en la plataforma Instagram tiene más de 280.000 se-
guidores. En la red TikTok, utilizada por un público más joven, la Corte 
tiene más de 50 mil personas siguiendo sus publicaciones.

El segundo eje, el empoderamiento, tiene como objetivo promover el 
desarrollo de habilidades para que las personas sepan navegar ante el 
volumen de información en la red y entiendan cómo opera la desinfor-
mación que afecta el proceso electoral del país. Como ejemplo, men-
cionamos el curso rápido Píldoras contra la Desinformación, preparado 
por el TSE en asociación con el Tribunal Electoral Regional de Bahía. 

Durante el mes de junio, se publicaron mensajes cortos tanto en las 
redes sociales como en la página del TSE, con réplicas por parte de los 
tribunales electorales regionales en todo Brasil. Los textos abordaron 
temas como el uso político de noticias fraudulentas, la importancia de 
la verificación y las técnicas para ayudar a los votantes a identificar la 
desinformación.

El tercer y último eje, responder, tiene como objetivo identificar, con-
tener y desalentar la práctica de la desinformación. Esto incluye moni-
torear las redes sociales para verificar comportamientos no auténticos 
(aquellos que se hacen artificialmente, a través de robots y violan las 
pautas de la plataforma), incluidos los balazos masivos. Se destaca que 
en términos del art. 57-J de la Ley N° 9504/1997 c/c art. 34, II, de la 
Resolución TSE N° 23610/2019, está prohibida la realización de publi-
cidad electoral “mediante disparo masivo de mensajes instantáneos 
sin el consentimiento del destinatario o desde los expedientes de con-
tratación, tecnologías o servicios no prestados por el proveedor de la 
aplicación y en desacuerdo con sus términos de uso”.

Este eje incluye la adopción de respuestas rápidas para mitigar el im-
pacto negativo de la desinformación. Un caso exitoso fue la acción de 
la Justicia Electoral para responder declaraciones realizadas por el ac-
tual presidente, Jair Messias Bolsonaro, en una reunión sostenida con 
embajadores, el 18 de julio de 2022, y que tuvo transmisión simultá-
nea por Youtube. Todas las declaraciones falsas sobre el proceso de vo-
tación electrónica que hizo el Presidente permanecieron respondidas 
en tiempo real y difundidas en los canales de comunicación de la ins-
titución. Posteriormente, la propia plataforma de videos retiró su live 
del aire por confrontar sus lineamientos de integridad electoral que no 
permiten difundir información falsa sobre el proceso electoral. 6

En la misma línea, destacan la creación del Frente Nacional de Comba-
te a la Desinformación (FRENTE), insertado a través de la Ordenanza 
TSE N° 318 del 30 de marzo de 2022. Es un colectivo compuesto por 
autoridades, servidores, servidoras, colaboradores y colaboradores 
voluntarios, con el propósito de llevar a cabo acciones y eventos con 
el alcance de defender y fortalecer la credibilidad de las instituciones 
electorales ante la sociedad brasileña. “En este sentido, organiza los 
esfuerzos realizados por la primera línea de la Justicia Electoral, con el 
propósito de ayudarla a asegurar la democracia, generando confianza 
social a partir de la difusión de información adecuada a todos los seg-
mentos de la población”.7

Frente es administrado por un Comité Ejecutivo, compuesto por ser-
vidores y servidores de las cinco regiones de Brasil. Cada región está 
representada por una persona masculina y una persona femenina, res-
petando la paridad tan justamente defendida hoy. El Comité Ejecutivo, 
bajo el liderazgo y la coordinación de la AEED/TSE, organiza la lucha 
contra la desinformación entre los voluntarios de diversas maneras. 
La participación puede darse a través de eventos académicos, artícu-

6 TORTELLA, Tiago. YouTube retira do ar live de Bolsonaro com embaixadores. CNN Brasil. 10 de agosto de 
2022. Disponible en: https://www.cnnbrasil.com.br/politica/youtube-retira-do-ar-live-de-bolsonaro-com-
-embaixadores/ Consultado el 20/08/2022
7 TRIBUNAL SUPERIOR ELEITORAL. Manual de Enfrentamento à Desinformação e Defesa Reputacional da 
Justiça Eleitoral. Tribunal Superior Eleitoral: Brasilia, 2022. Disponible en: https://www.justicaeleitoral.jus.
br/desinformacao/arquivos/manual-versao-final.pdf Consultado el 20/08/2022 p. 11

http://scm.oas.org/pdfs/2022/CP45441PCP.pdf
https://www.tse.jus.br/comunicacao/noticias/arquivos/plano-estrategico-tse-desinformacao-2022
https://www.tse.jus.br/comunicacao/noticias/arquivos/plano-estrategico-tse-desinformacao-2022
https://www.cnnbrasil.com.br/politica/youtube-retira-do-ar-live-de-bolsonaro-com-embaixadores/
https://www.cnnbrasil.com.br/politica/youtube-retira-do-ar-live-de-bolsonaro-com-embaixadores/
https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/arquivos/manual-versao-final.pdf
https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/arquivos/manual-versao-final.pdf
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los de opinión, entrevistas, podcasts, programas de radio, difusión de 
información oficial  en grupos de comunicación en las aplicaciones de 
mensajería innovadora, entre otras vías.

A través del FRENTE, la Justicia Electoral potencia su labor. Como la 
AEED no podría llegar solo a todo Brasil, el trabajo compartido puede 
llegar a los lugares más distantes de los centros urbanos, donde existe 
la presencia de servidoras y servidores de esta rama del Poder Judicial.

Por último, cabe destacar la creación del Sistema de Alertas. En re-
sumen, cualquier ciudadano, acudiendo a la página web del Tribunal 
Superior Electoral, puede denunciar desinformación relacionada con 
el proceso de voto electrónico y el desempeño de la Justicia Electo-
ral. El sistema no tiene en su ámbito la desinformación centrada en 
la figura de candidatos o partidos políticos. Ellos, si se ven afectados, 
deben presentar las acciones que consideren apropiadas para detener 
lo ilícito.

Cuando el ciudadano realiza la denuncia en el Sistema de Alerta, se 
deduce que el equipo de Justicia Electoral haga un cribado previo y 
verifique si realmente se trata de desinformación sobre el proceso de 
votación electrónica, si el caso no ha sido denunciado ya por otro elec-
tor o si la plataforma ya ha tomado las medidas requeridas. Pasada 
esta fase, la denuncia pasa a la plataforma, con la debida identifica-
ción, para que la moderación de contenidos se lleve a cabo según las 
políticas de cada empresa.

Así, se llama la atención sobre el hecho de que no es la Justicia Electo-
ral la que hace el análisis de mérito, sino que cada media social estudia 
si hubo o no una afrenta a sus términos de uso. Después, si se verifica 
que el contenido reportado, de hecho, está en desacuerdo con las pau-
tas de la compañía, se retira del aire.

Resulta que la Justicia Electoral ha actuado de manera administrativa 
para mitigar los efectos negativos de la desinformación. La conducta 

del organismo ha respetado los derechos y garantías fundamentales, 
en particular la libertad de expresión e información. No hay censura 
previa. Los individuos pueden expresar sus ideales sin ninguna inter-
vención previa, ya sea del Estado o de las empresas. Tampoco existe 
sanción en el ámbito administrativo. Lo máximo que puede suceder es 
que la propia plataforma retire el contenido del aire, si entiende que 
sus pautas de uso han sido irrespetadas.

Esto no impide, por supuesto, que las personas legítimas exijan, en el 
ámbito judicial, sanciones por conductas abusivas, ya sea por abuso en 
el ámbito de los medios de comunicación, abuso de poder económico 
o abuso de poder político. Sin embargo, en estos casos, la sanción más 
dura, en su caso, se producirá dentro de un proceso judicial respecto 
de las garantías contradictorias, amplias y demás garantías previstas 
en la Constitución Federal y en los convenios internacionales vigentes 
en el país.

El desempeño administrativo de la Justicia Electoral debe ser recono-
cido y elogiado. En un país con grandes dimensiones territoriales y di-
ficultades en recursos financieros, combatir la desinformación no es 
una tarea sencilla, sobre todo cuando se debe al Estado Democrático 
de Derecho y a las normas que lo rigen. Si bien reconoce que la desin-
formación tiene consecuencias nocivas, la Justicia Electoral de Brasil ha 
utilizado herramientas legales, dentro de lo que permite la legalidad y 
el respeto de los derechos humanos de sus votantes y candidatos. La 
confrontación no se hace de ninguna manera, sino en obediencia al 
pacto civilizatorio que rige el comportamiento en la sociedad.

A pesar de que la elección de 2022 está cubierta de desafíos, de ante-
mano es posible asegurar que la Justicia Electoral, actuará en defensa 
de la democracia, organizando elecciones transparentes, sanas y audi-
tables, como siempre lo ha hecho. No es casualidad que Brasil tenga 
uno de los procedimientos electorales más respetados y rápidos del 
mundo.
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Observación nacional e internacional de 
las elecciones brasileñas de 2022

Asesor de Asuntos Internacionales del Tribunal Superior Electoral. Coor-
dinador de la comisión para la realización de las Misiones Internacionales 
y Nacionales de Observación Electoral del Tribunal Superior Electoral. 
Miembro de la Academia Brasileña de Derecho Electoral - ABRADEP.

 Vinicius Quintino de Oliveira

En el año en que la Justicia Electoral Brasileña celebra 90 años al servicio 
de la democracia, el mundo observa Brasil y Brasil observa el mundo. 
Para 2022, cientos de observadores electorales tendrán la importante 
misión de seguir la elección computarizada más grande del mundo y la 
elección más grande en la historia del país.

Habrá más de 156.4 millones de electoras y electores que acudirán a las 
urnas para elegir al próximo presidente de la república, además de gober-
nadores, senadores, diputados federales y representantes estatales. En 
total, 1.627 cargos más estarán en disputa, y pueden mover unos 1.000 
millones de votos para ser contados por la Corte Electoral. Las 577.000 
urnas electrónicas se distribuirán en cerca de 500.000 mesas electorales 
en los 5.570 municipios del país. Todo bajo la administración y super-
visión de 2.2 millones de electores, 22,000 empleados, 2,637 jueces y 
promotores electorales, así como otras entidades supervisoras.

La dimensión continental del país, acompañada por las adversidades geo-
gráficas y socioculturales de la tradición política brasileña, hacen de la 
organización de elecciones un desafío en sí mismo. La coyuntura política 
actual se convierte en un vector de complejidad preocupante, reflejan-
do desafíos ya conocidos en otras democracias de todo el mundo. En 
América Latina, por ejemplo, el fetiche populista ha atacado los sistemas 
electorales y “la trama es siempre la misma: buscar el problema e infun-
dir desconfianza entre los espíritus más desprevenidos, socavar la legiti-

midad de los elegidos y de la vida democrática misma”.1

Existe una creciente necesidad de respuestas rápidas, creativas y eficien-
tes contra narrativas falsas y articuladas que intentan desmoralizar las 
elecciones y las instituciones, representando nada más que el regreso 
de proyectos autoritarios bien conocidos. Cuando la esperanza parece 
empequeñecida por la cercanía entre quienes utilizan esta estrategia, di-
ciéndose ellos mismos curadores del bien común, se recomienda contar 
con la valiosa mirada de terceros de confianza, entre los que se encuen-
tran sólidas organizaciones de la comunidad internacional, reafirmando 
estándares que conforman el ciclo de integridad electoral (NORRIS, 2014, 
p. 2). 

El diálogo democrático de un país estrictamente no termina en sus fron-
teras geográficas. Ante un posible escenario turbulento, una de las alter-
nativas está ligada a la capacidad de abrir el modelo electoral para la apli-
cación de herramientas de acreditación y evaluación reconocidas a nivel 
nacional e internacional. Se espera que el valor agregado consiguiente 
del resultado de las misiones de observación electoral pueda ayudar a 
construir el sentimiento de paz social y al mantenimiento de una vida 
diversa, plural y civilizada.

Es en este sentido, y siguiendo las recomendaciones de la Organización 
de los Estados Americanos (OEA), que el TSE ha fomentado las prácti-
cas de observación independiente como un estándar de evaluación re-
conocido a nivel mundial. Las misiones de observación forman parte de 
la protección rutinaria de los derechos humanos, especialmente en el 
sistema de justicia interamericano, y tienen como objetivo contribuir al 
mejoramiento de los procesos electorales, además de fortalecer la con-
fianza pública en las elecciones.

1 Discurso del Min. Edson Fachin, con motivo de la 1ª Sesión Informativa para las Embajadas del TSE, en 
2022.
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La observación es un proceso sistemático de recopilación y análisis de 
información independiente sobre el proceso electoral, que busca ofre-
cer recomendaciones para mejoras en la legislación, los procedimientos 
rutinarios y los modos de realización de las elecciones. Una misión de 
observación realiza un análisis en profundidad de las diferentes etapas 
del proceso electoral desde el enfoque imparcial, independiente y pro-
fesional. Para estas actividades, las organizaciones independientes de la 
sociedad civil están estructuradas a partir de equipos de observadores 
que monitorean sistemáticamente la realización de las elecciones para 
evaluar la calidad de los procedimientos y procesos para, al final, enviar 
observaciones y recomendaciones. 

Es un mecanismo que tiene como objetivo aumentar la confianza públi-
ca, la transparencia y la integridad de los procesos electorales, que de-
ben, para cumplir con este rol, guiarse por una metodología consistente 
y sistemática que garantice el respeto a los principios éticos, el profe-
sionalismo, la imparcialidad y la no injerencia.  Desde el punto de vista 
republicano, tiene un doble efecto virtuoso: ayudar en la organización de 
elecciones legítimas y demostrar públicamente que lo hace, en todas las 
etapas del proceso. 

En la Carta Democrática Interamericana (OEA, 2001), la observación elec-
toral tomó una posición destacada, con capítulo propio, del cual se extrae 
el deber de observación a los países que integran la OEA. Se defiende la 
tesis de que este es el procedimiento mínimo para la medición del nivel 
de organización y conducción de procesos electorales libres y justos (KE-
LLEY 2012; MCCONNEL, et. al.  2015).

En Brasil, a pesar de una larga historia de cooperación internacional e 
invitados extranjeros, esta fue la primera vez que la Justicia Electoral 
publicó un llamado a misiones nacionales y amplió considerablemente 
las misiones de observación internacional (una práctica que comenzó en 
2018 con una misión de la OEA). Con la edición de la Resolución TSE N° 
23.678/2021, los conceptos, principios y objetivos de la observación elec-
toral fueron reconocidos expresamente por el TSE. Este hito demuestra la 
intención irrestricta de fortalecer la transparencia, la lisura, la seguridad y 
la integridad del sistema electoral del país. 2

Entre los objetivos previstos en la Resolución TSE N° 23.678/2021 se en-
cuentran cumplir con los estándares electorales nacionales; trabajar por 
el control social en las diferentes etapas del proceso electoral; verificar la 
imparcialidad y eficacia de la organización, dirección, supervisión, admi-
nistración y ejecución del proceso electoral; e informar sobre la calidad 
técnica, integridad y eficacia de los instrumentos técnico-operativos utili-
zados en el proceso electoral.

Los motivos reconocidos son: la sujeción a las normas que guían los 
derechos humanos y las garantías fundamentales; la valorización de la 
democracia representativa; el fortalecimiento del proceso democrático, 
especialmente en los aspectos de la igualdad de oportunidades, la parti-
cipación de grupos más pequeños, el establecimiento de normas electo-
rales claras y justas y la garantía de seguridad, transparencia y legitimidad 
de las elecciones; sujeto a los principios de independencia, imparciali-
dad, objetividad, precisión, responsabilidad, legalidad y no injerencia; y 
la observancia de la estricta imparcialidad, ética y profesionalismo de los 
partidos políticos en el ejercicio de las actividades.

En otras palabras, el Tribunal Superior Electoral ha asegurado, con fuerza 
de ley, que las misiones tendrán libertad e independencia para llevar a 
cabo sus actividades, y pueden, entre otros, reunirse con autoridades y 
servidores, visitar centros de votación y analizar la totalización de los re-
sultados, con el fin de producir un informe técnico que pueda contribuir 
al fortalecimiento de la democracia brasileña.
Abrir las puertas de la Justicia Electoral a terceros de confianza simboliza 
el compromiso con la transparencia, integridad y eficiencia del proceso 

2 Muchos países y organismos electorales ya han sido invitados a seguir el día de las elecciones brasileñas, ta-
les como: Afganistán, Sudáfrica, Alemania, Angola, Argelia, Argentina, Armenia, Australia, Austria, Azerbaiyán, 
Bangladesh, Barbados, Bielorrusia, Bélgica, Benin, Bolivia, Botswana, Bulgaria, Burkina Faso, Cabo Verde, Ca-
merún, Canadá, Kazajstán, Chile, China, Singapur, Colombia, Colombia, Congo, Corea del Sur, Costa Rica,  Costa 
Rica, Côte d’Ivore, Croacia, Cuba, Dinamarca, El Salvador, Ecuador, España, Estados, Estonia, Filipinas, Finlan-
dia, Francia, Gabón, Ghana, Georgia, Grecia, Guatemala, Guyana, Guinea-Bissau, Guinea Ecuatorial, Guinea, 
Haití, Honduras, India, Indonesia, Irán, Israel, Israel, Italia, Jamaica, Japón, Jordania, Libia, Luxemburgo, Ma-
lasia, Malí, México, Mozambique, Namibia, Nicaragua, Nigeria, Noruega, Omán, Países Bajos, Palestina, Pa-
namá, Pakistán, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal,  Prince, Qatar, Kenya, Reino Unido, República Democrática 
del Congo, República Dominicana, Rumania, Rusia, Santo Tomé, Serbia, Siria, Sudán, Suecia, Suiza, Suriname, 
Tailandia, Tanzania, Timor Oriental, Túnez, Turquía, Unión Europea, Uruguay, Venezuela, Vietnam, Zambia.

electoral. En palabras de Edson Fachin, “es el Brasil electoral, producto 
legítimo de una nación libre, soberana e independiente, dialogando con 
las instituciones y democracias de varios países”. 

No hay régimen democrático sin instituciones que rindan cuentas y sean 
auditables, y este compromiso también debe llegar a la comunidad in-
ternacional. Representa sobre todo un movimiento de reposicionamien-
to de Brasil en América Latina, de una integración regional inseparable, 
manifestada en el Compromiso de Santiago (1959) y en el Protocolo de 
Ushuaia (1998).

Para 2022, el Tribunal Superior Electoral movilizó a las principales orga-
nizaciones internacionales de observación electoral del mundo, posibili-
tando la participación de cientos de observadores (OEA, UNIORE, CPLP, 
Centro Carter, IFES, PARLASUL, Transparencia Electoral, Red Mundial de 
Justicia Electoral entre otros). Además, también será la primera vez que 
ocho misiones nacionales de observación electoral irán al campo simultá-
neamente, cubriendo los 26 estados del país y el Distrito Federal.

En este sentido, cabe destacar que el celo con la diversidad metodológica 
confirió amplitud cualitativamente relevante para el análisis de cuestio-
nes determinantes en el caso brasileño. Se recopilarán datos en todo el 
espectro del ciclo de integridad electoral y también sobre la participación 
de las mujeres, los negros, los pueblos indígenas y otros grupos minori-
tarios, la violencia política, la justicia electoral abierta, la desinformación, 
la tecnología y el proceso de votación electrónica, el acceso a la justicia 
y la aplicación de las normas internacionales en las decisiones judiciales.
Todos estos marcadores hacen que la observación de las elecciones bra-
sileñas sea una actividad desafiante. La recopilación de datos represen-
tativos requerirá una alta capacidad de gobernanza y gestión por parte 
de las instituciones para superar las barreras dadas por la extensión te-
rritorial, el idioma portugués y el costo de operación que demandará la 
actividad. Además, se estima que se necesitarán conocimientos técnicos 
para comprender el complejo sistema legal brasileño y los conceptos que 
involucran el sistema de voto electrónico.

No se ignora el riesgo de que el clima de polarización política, el escena-
rio de posverdad y las consecuencias resultantes también puedan afec-
tar de alguna manera a las misiones de observación electoral. Aquí el 
observador comienza a ser observado y sus acciones pueden mover el 
tablero de narrativas que alimentan el discurso público en estos tiempos, 
sea cual sea el nivel de calidad y cordura. De hecho, se puede decir que 
será necesario redoblar la atención a los protocolos éticos y códigos de 
conducta de la persona observadora, buscando resguardar la credibilidad 
dedécadas que llevan las organizaciones.

El país está experimentando un cambio cultural en términos de integri-
dad vinculado a la observación electoral, catalizado por un organismo 
electoral responsable y transparente, que invita al mundo a observar a 
Brasil, cumpliendo su misión de hacer y demostrando que hace eleccio-
nes legítimas, limpias, auditables y confiables. 
Venite et videte.
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Aunque las mujeres representan el 52,65% del electorado en Brasil, sólo 
ocupan el 15,2% de los escaños en la Cámara de Diputados y el 16% en el 
Senado (VICENTE, 2022). Esta infrarrepresentación refleja la discrimina-
ción a la que se enfrentan en la vida política, y la violencia ejercida contra 
ellos es una de sus peores manifestaciones. A medida que aumenta la 
participación política de las mujeres, ya sea a través del activismo o de 
la participación en las esferas de poder institucionalizadas, también au-
menta la reacción a esta presencia por parte de algunos grupos, lo que 
refleja la lógica de una sociedad patriarcal, estructurada en una dinámica 
cisheteronormativa, que considera que los espacios públicos deben ser 
ocupados por hombres.

La violencia política contra las mujeres es una de las formas en que se 
exterioriza esta reacción y, en palabras de Roberta Laena, “un reflejo de 
la resistencia masculina a la pérdida del poder político que le asigna na-
turalmente el orden patriarcal y la dominación de la esfera pública insti-
tucional” (2020, p. 276). Se define como toda acción, conducta u omisión 
realizada directamente o a través de terceros, que en razón de su género, 
cause daño o sufrimiento a una o más mujeres y que tenga por objeto, o 
como resultado, menoscabar o anular el reconocimiento, goce y ejercicio 
de sus derechos políticos (COMISIÓN INTERAMERICANA DE MUJERES, 
2017).

Las formas en las que se ejerce esta violencia son variadas y pueden ser 
(i) físicas, con amenazas a la vida o a la integridad física de la mujer, ase-
sinatos, golpes, etc.; (ii) psicológicas y morales, a través de humillaciones, 
manipulaciones, ridiculizaciones, calumnias, difamaciones, en definitiva, 
conductas que provocan daños emocionales y disminuyen la autoestima 
de la mujer; (iii) sexual, como la incitación a la violación, el acoso sexual, 
la lesbofobia, la transfobia, los montajes de fotos con contenido sexual, la 
divulgación no autorizada de hechos sobre la vida sexual y afectiva de las 
mujeres; (iv) simbólica, cuyos ejemplos son la difusión de noticias falsas 
y el uso de estereotipos negativos para cuestionar la competencia de las 
mujeres en la política y (v) económica, o violencia financiera, practicada 
a través de la retención de cantidades económicas, el incumplimiento de 
la legislación electoral y la negativa a dirigir los recursos destinados a las 
candidaturas femeninas, persuadiendo a las mujeres para que redirijan 
los recursos destinados a sus candidaturas a los candidatos masculinos 
(MATOS, s. d.). Es importante destacar que la violencia política contra 
las mujeres también puede darse de forma sutil, a través de prácticas 
consideradas normales por una sociedad estructurada en el machismo, 
pasando así desapercibidas (LAENA, 2020).

Aunque los estudios específicos sobre el tema son recientes, así como 
la criminalización de la práctica -en América Latina, Bolivia fue el primer 
país en disciplinar el acoso y la violencia política, promulgando, en 2012, 
la Ley Contra el Acoso y Violencia Política hacia las Mujeres - La violencia 
política contra las mujeres no es nada nuevo. Las mujeres han sufrido 
durante mucho tiempo el borrado, han sido silenciadas, desacreditadas, 
atemorizadas, obligadas a actuar contra su voluntad también en relación 
con sus manifestaciones políticas, ya sea en instancias institucionalizadas 
o en sus prácticas políticas dentro de sus familias y comunidades.

En Brasil, las elecciones de 2022 estarán marcadas como las primeras en 
las que estará en vigor una legislación específica sobre el tema, ya que en 
agosto de 2021 se aprobó la Ley 14.192, que “establece normas para la 
prevención de la violencia contra las mujeres”.
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de derechos e inclusión de las mujeres en el proceso político instituciona-
lizado desde el primer acto, que es el registro electoral.

También merece destacarse el tratamiento, por parte de la Resolución, 
de la cuestión de la prueba documental del vínculo para establecer el 
domicilio. Hasta la publicación de la Resolución, muchas Zonas y Juzga-
dos Electorales emitían Ordenanzas anuales o bianuales que contenían 
la documentación capaz de acreditar el domicilio electoral de la persona 
que solicitaba los servicios del Registro. La persona que busca

A la persona que solicita los servicios del Registro Electoral se le da la 
opción de presentar, por ejemplo, facturas de servicios de suministro de 
agua o electricidad, y muchas personas de grupos socialmente vulnera-
bles ni siquiera disponen de estos servicios en sus hogares. Es en este y 
otros aspectos que la Resolución enfrenta la violencia política justo en la 
punta del proceso, en las Zonas Electorales, garantizando la dignidad y 
la ciudadanía a aquellas personas que podrían haber sido excluidas del 
proceso democrático, sólo por no tener, en un papel, su comprobante 
de domicilio, o incluso desalentándolas a participar, mediante el uso de 
un lenguaje y un trato inadecuado e irrespetuoso respecto a sus especi-
ficidades.

La Resolución 23659 de 2021 amplió el abanico de opciones de docu-
mentos aceptados como prueba de residencia, aceptando la prueba de 
los vínculos residenciales, afectivos, familiares, comunitarios o de otro 
tipo, con la presentación de documentos como la tarjeta del SUS, la pru-
eba de matriculación o incluso la declaración de domicilio bajo pena de 
la Ley.3

El artículo 164 de la Resolución establece que es un derecho fundamental 
de la persona transexual, conservando los datos del registro civil, que se 
incluya su nombre social e identidad de género en el Registro Electoral 
(GOLTZMAN, 2022). Así, a partir de la Resolución, y con las adaptaciones 
necesarias en el sistema que alimenta el Registro Nacional de Electores, 
el ELO, es posible informar la identidad de género, garantizando a las mu-
jeres transgénero más dignidad durante el servicio y exigiendo a los ma-
gistrados y servidores de la Justicia Electoral una mirada y práctica más 
inclusiva para ellas.

Otra estrategia adoptada por la Justicia Electoral para enfrentar la vio-
lencia política contra las mujeres fue la capacitación. La Escuela Judicial 
Electoral del TSE creó el Proyecto Nacional de Formación de los EJEs - 
CNEJE - con el objetivo de alinear las acciones de formación desarrolladas 
con los magistrados, magistradas y servidores de los distintos Tribuna-
les Regionales. Dentro del eje “Participación de grupos minoritarios en 
el proceso electoral”, una de las actividades realizadas fue un taller de 
formación sobre “Violencia política contra las mujeres”, capacitando a 
los jueces y al personal técnico para aplicar la nueva legislación sobre el 
tema y la posición institucional sobre la participación de grupos históri-
camente vulnerables.

La calidad de nuestra democracia crece en la medida en que los espacios 
de decisión son ocupados por personas que comparten las mismas ex-
periencias que sus representados, y se produce una especie de vínculo 
entre las partes implicadas en el sistema representativo, manteniendo a 
los representados más presentes en los procesos de decisión. Hacer que 
los ambientes políticos sean menos hostiles a la presencia de las mujeres 
es un compromiso que debe ser asumido no sólo por el sistema de jus-

3 Resolución 23659/2021 del TSE. Art. 118. La prueba del domicilio puede aportarse mediante uno o varios 
documentos que demuestren la existencia de una relación residencial, afectiva, familiar, profesional, comuni-
taria o de otro tipo que justifique la elección de la localidad por parte de la persona para ejercer sus derechos 
políticos en ella.
§ A efectos de prueba de los vínculos residenciales, se aceptarán las facturas de servicios públicos, de agua o 
de teléfono, así como las facturas o sobres de correspondencia, siempre que hayan sido emitidos o enviados 
en los 3 meses anteriores a la comparecencia para la revisión.
§ La comprobación de los vínculos distintos del residencial podrá ser hecha por medio de documentos 
adecuados a su naturaleza, no requiriendo antelación mínima en las hipótesis, como la presentación de la 
tarjeta de usuario del Servicio Único de Salud - SUS o la comprobación de la inscripción en una institución de 
enseñanza, en que la antigüedad no sea esencial para la constitución del vínculo.
4 Resolución TSE nº 23659/2021. Es el derecho fundamental de la persona transexual, conservando los 
datos del registro civil, a que se incluya su nombre social y su identidad de género en el censo electoral.
§ 1. Se considera nombre social la designación con la que la persona transexual se identifica y es reconocida 
socialmente.
§ 2 La identidad de género se considera una actitud individual respecto a la forma en que cada persona 
se percibe a sí misma y se relaciona con las representaciones sociales de la masculinidad y la feminidad y 
cómo esto se traduce en la práctica social, sin mantener necesariamente una relación con el sexo biológico 
asignado al nacer.
§ 3 Se prohíbe la inclusión de apodos o apellidos en el campo destinado al nombre social en el Registro 
Electoral.
§ 4 La Corte Electoral no divulgará el nombre civil de la persona cuando sea identificada por un nombre 
social en el Registro Electoral, excepto
I - las hipótesis en las que la puesta en común de los datos es legalmente necesaria; o II - para satisfacer una 
solicitud formulada por el titular de los datos.
§ 5 Las disposiciones del § 4 de este artículo no impiden la inclusión del nombre civil en las batidas, informes 
y documentos utilizados por la Corte Electoral, cuando se justifique como necesario.

Esta ley “establece normas para prevenir, reprimir y combatir la violencia 
política contra las mujeres; y modifica la Ley nº 4.737, de 15 de julio de 
1965 (Código Electoral), la Ley nº 9.096, de 19 de septiembre de 1995 
(Ley de Partidos Políticos), y la Ley nº 9.504, de 30 de septiembre de 1997 
(Ley de Elecciones)” (BRASIL, 2021).

Nuestra Ley aporta avances al reconocer el fenómeno y dar visibilidad 
al problema, lo que, de alguna manera, presiona al poder público para 
que lo afronte. Los puntos positivos a destacar son la prohibición de la 
propaganda partidista que deprecie la condición de la mujer o estimule 
su discriminación por razón de su sexo, o en relación con su color, raza o 
etnia, la creación de un nuevo tipo penal, además de la inclusión, entre 
los tipos penales, de la divulgación de hecho o vídeo con contenido no 
veraz durante el periodo de campaña electoral, aumentando la pena de 
1/3 a la mitad si el delito implica desprecio o discriminación a la condi-
ción de la mujer, o a su color, raza o etnia (art. 323 del Código Electoral).

La comunidad académica, en varios eventos que se han realizado en 
Brasil para debatir el tema, ha criticado la opción legislativa del término 
“mujer” en detrimento del término “género”, así como la definición más 
restringida de la violencia política en relación con lo propuesto en la Ley 
Modelo Interamericana. También se ha criticado el hecho de que la Ley 
14.192 de 2021 dejara en manos de los partidos políticos la elaboración 
de normas, dentro de sus estatutos, para prevenir, reprimir y combatir la 
violencia política contra las mujeres. 

El Poder Legislativo brasileño ya ha promulgado leyes (por ejemplo, la Ley 
nº 13.831 de 2019), e incluso enmiendas constitucionales (la Enmienda 
Constitucional nº 117), que proporcionan amnistía a los partidos que no 
cumplen con sus deberes de fomentar la participación de las mujeres 
y aumentar la representatividad de los grupos socialmente vulnerables, 
dicha norma, prevista en el artículo 5 de la Ley nº 14.192, puede llegar 
a ser inocua.

Otro punto criticable es que la Ley 14192/2021 no presenta una lista de 
ejemplos de formas de violencia política contra las mujeres, ni qué for-
mas serían punibles. El artículo 31 presenta un concepto excesivamente 
genérico que puede ser interpretado de forma restrictiva y perjudicial 
para las mujeres, teniendo en cuenta que vivimos en una sociedad es-
tructuralmente machista y patriarcal, cuya organización sigue basándose 
en estas perspectivas. Otra cuestión que cabe destacar es que la Ley no 
indica quiénes pueden ser los agentes de la violencia política contra las 
mujeres. Sobre este punto, el Observatorio de la Violencia Política contra 
las Mujeres de Transparencia Eleitoral Brasil (2021) destacó, en su nota 
técnica, que “no son sólo los partidos y sus miembros los que pueden 
ser autores de este tipo de violencia”. De hecho, teniendo en cuenta el 
proceso electoral brasileño, esa violencia puede ser cometida por funcio-
narios y funcionarias, empleados y colaboradoras de la Justicia Electoral 
(mensajeros y trabajadores electorales) y otros actores directa o indirec-
tamente involucrados.

Así, corresponde a la Justicia Electoral revisar su desempeño y adoptar 
medidas para enfrentar la práctica de la violencia política y un paso muy 
importante fue la publicación de la Resolución 23.659 de 2021, que dis-
pone la gestión del Padrón Electoral. Aunque, leyendo el resumen, pa-
rezca una Resolución de contenido meramente técnico, se trata de una 
recopilación de normas que refuerzan “el compromiso del Tribunal Supe-
rior Electoral de ampliar el ejercicio de la ciudadanía por parte de grupos 
socialmente vulnerables y minoritarios”.

El artículo 72 establece que durante la prestación de los servicios electo-
rales, los empleados, servidores y asistentes de la Justicia Electoral deben 
utilizar un lenguaje no discriminatorio y accesible a la persona atendida, 
favoreciendo así la comprensión de las disposiciones materiales y proce-
dimentales de que trata la norma (GOLTZMAN, 2022). La determinación 
expresa de utilizar un lenguaje no discriminatorio y accesible para la per-
sona atendida parece sólo un detalle, pero de gran importancia en este 
proceso de inclusión política. La exclusión de personas de grupos social-
mente vulnerables, y aquí se incluyen las mujeres, también se produce, y 
no por casualidad, en el ámbito de la comunicación. El lenguaje también 
puede ser un mecanismo de dominación y adaptarlo para que no sea 
sexista, transfóbico, racista, etnocéntrico, capacitador y, sobre todo, no 
elitista, es una forma de colaborar para romper la estructura de privación 

1 Ley nº 14.192 de 4 de agosto de 2021 (...) Artículo 3 Se considera violencia política contra las mujeres toda 
acción, conducta u omisión que tenga por objeto impedir, obstaculizar o restringir los derechos políticos de 
las mujeres.
2 Resolución TSE nº 23.659/2021. Art. 7 En la prestación de los servicios electorales, los empleados, servi-
dores y asistentes de la Justicia Electoral actuarán siempre de manera respetuosa, utilizando un lenguaje 
no discriminatorio y accesible a la persona atendida, a fin de favorecer la comprensión de las disposiciones 
materiales y procedimentales tratadas en esta Resolución
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ticia, sino por toda la sociedad, si se quiere que el Estado brasileño sea 
realmente democrático y de derecho.
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1.	 INTRODUCCIÓN

El entorno democrático es aquel en el que el pluralismo se expresa me-
jor; es donde las diferentes ideas dialogan buscando encontrar un posib-
le consenso. Este proceso de formación de un punto de equilibrio entre 
diferentes matices de pensamiento debe desarrollarse en una relación 
dialógica, basada en la tolerancia y el reconocimiento de la diferencia. En 
el contexto electoral, las diferencias en el tejido social cobran una poten-
cia y los posibles conflictos aumentan de intensidad. Es en este ambiente, 
naturalmente propicio para la disidencia, que el fenómeno de la desinfor-
mación ha encontrado un terreno fértil para establecerse y desarrollarse.

El propósito central de este trabajo es presentar las principales acciones 
desarrolladas por el organismo electoral brasileño para enfrentar el desa-
fiante escenario actual, en el que los agentes de desinformación dirigen 
sus esfuerzos para difundir noticias falsas sobre las elecciones y sobre la 
institución electoral, y sus miembros.

Para ello, inicialmente, se presentará el contexto que implica la desin-
formación en los procesos electorales y se demostrará la importancia de 
combatir los desórdenes informativos. A continuación, se analizarán los 
planes y acciones desarrollados por la Justicia Electoral Brasileña para 
enfrentar este fenómeno.

2.	 ¿POR QUÉ ES IMPORTANTE LA DESINFORMACIÓN ELECTORAL?

En el entorno social marcado por la posverdad, en el que las creencias 
y opiniones ejercen más influencia en la opinión pública que los hechos 
objetivos y adoradores (MCINTYRE, 2018) -y que la intensidad del drama 
se basa en el peso de la razón- la aparición de metanarrativas, teorías 
conspirativas y “verdades alternativas” ganan espacio, dando lugar a un 
verdadero “buffet de realidades” en el que se pueden elegir los elemen-
tos que más importan para conformar la propia visión del mundo (D’AN-
CONA,  2018).

En este escenario, ya desfavorable a la verdad como valor socialmente 
relevante, el crecimiento de la participación de las plataformas digitales 
en el ecosistema de la información ha sido un factor decisivo para el verti-
ginoso aumento de la desinformación. De hecho, el propio modelo de ne-
gocio de las big techs se percibe como una predisposición a beneficiar la 
difusión de información manipulada (EMPOLI, 2020). Es que la actividad 
de las plataformas implica capitalizar la atención del usuario, la llamada 
“economía de la atención”. Por lo tanto, es natural tener una predilección 
y priorización del contenido que puede resultar en una mayor participa-
ción del usuario, lo que está en línea con la desinformación (GOLTZMAN, 
2022). En otras cosas, la información manipulada involucra más y, en con-
secuencia, genera más ganancias que la información verdadera. Los estu-
dios indican que la información falsa tiene una tendencia mucho mayor 
a ser difundida que la información verdadera, y puede propagarse hasta 
seis veces más rápido que estas (VOSOUGHI et al., 2018).

Los efectos nocivos de la desinformación se observan en diversos con-
textos de la vida en sociedad, desde decisiones sobre cuestiones que 
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involucran problemas económicos y de salud pública, en la evaluación 
de políticas de lucha contra las drogas, en cuestiones religiosas, etc. Sin 
embargo, es el contexto político el que parece ser el más susceptible a la 
influencia de la información manipulada, y se ha encontrado que la infor-
mación falsa sobre este tema se propaga significativamente más rápido, 
más lejos, más profundo y más ampliamente que otros relacionados con 
el terrorismo, los desastres naturales, las ciencias y las leyendas urbanas 
(VOSOUGHI et al., 2018).

La desinformación degrada la tierra donde se construye el diálogo, fo-
mentando el uso de la fuerza como medio de solución de divergencias. La 
democracia pierde terreno ya que su existencia depende de la circulación 
libre y sin trabas de las ideas (STENGEL, 2020). Los desórdenes de infor-
mación socavan el derecho a participar, consciente e informadamente, 
en el proceso electoral, lo que resulta en un déficit de legitimidad en el 
resultado de las elecciones y de perjuicio a la normalidad en el proceso 
electoral.

Más que ofrecer resultados válidos correspondientes a la realidad, el pro-
ceso electoral, para lograr su propósito primordial, necesita transmitir 
el sentido de validez y legitimidad. Al igual que la esposa de César, no 
basta con que la Justicia Electoral se desempeñe bien, sino que es nece-
sario transmitir al votante la percepción de que el proceso electoral se 
desarrolló dentro del rango normal y extrajo la verdadera voluntad del 
electorado. La misión institucional de la justicia electoral requiere, por lo 
tanto, la producción de confianza y es precisamente en este punto donde 
los comercializadores de desinformación se han centrado. 

No es necesario presentar mala conducta e imedepropiedades en la rea-
lización de las elecciones, sino construir narrativas, aunque estén vacías 
de fundamento, que puedan justificar un posible fracaso en las urnas. 
Recuerda que en la posverdad la verdad importa menos que la emoción. 
En este sentido, la percepción de legitimidad y normalidad de la elección 
puede caminar absolutamente desplazada del desempeño del órgano 
electoral, por lo que es posible tener un proceso electoral realizado con 
propiedad, pero que no genere paz social, y en esta desinformación pue-
de tener mucha influencia.

Ha habido una tendencia preocupante a que los desórdenes informativos 
en el contexto electoral se dirijan a atentar contra la integridad del pro-
ceso electoral y de las autoridades vinculadas al órgano electoral com-
petente para su realización. Esta estrategia, constantemente asociada a 
algún tipo de populismo digital (BRUZZONE, 2021), ha sido identificada 
en varios países del mundo, como las últimas elecciones presidenciales 
estadounidenses, el voto Brexit, las elecciones brasileñas de 2018 y 2020, 
las elecciones presidenciales de México, Hungría y Perú.

Estos perniciosos dispositivos tienden a impactar en la credibilidad de las 
instituciones involucradas en el proceso y generan descrédito en los re-
sultados obtenidos en los reclamos. En este escenario, se abren las puer-
tas a movimientos a favor de la ruptura (como en el caso de Myanmar) y 
levantamientos populares seguidos de violencia y muerte (como ocurrió 
en Kenia y Costa de Marfil). Además, la existencia misma del órgano elec-
toral puede verse afectada por los efectos de la desinformación, ya que la 
pérdida de reputación 123abre el camino a reacciones legislativas (como 
la pérdida de poderes por parte del órgano electoral) y el resurgimiento 
de ataques dirigidos a la asfixia institucional (como la reducción de pre-
supuestos, prerrogativas funcionales y personal). Un ejemplo llamativo 
de ello es el caso del Instituto Nacional Electoral de México, que tras ser 
víctima de varias noticias desinformadas, tuvo su extinción propuesta por 
el Presidente de la República, Andrés Manuel López Obrador.45

En vista de esto, se observa que la lucha contra la desinformación es un 
problema real de la supervivencia de los órganos electorales y el mante-
nimiento de la estabilidad democrática en los países.

1  https://www.dw.com/en-br/militares-take-o-power-in-myanmar/a-56403673
2	  En 2017, más de 100 personas fueron asesinadas tras la invalidación del resultado electoral por parte de la 
Corte Suprema del país. En 2007, un número similar de personas fueron asesinadas en episodios de violencia 
electoral.https://www.reuters.com/world/africa/kenya-braces-legal-battle-after-ruto-declared-president-e-
lect-2022-08-16/ y http://jp.reuters.com/article/idINIndia-3118632007123
3	  https://news.un.org/en/story/2011/05/376492-death-toll-ivorian-post-election-violence-surpassed-
-1000-un 

4 En la web del INE hay una recopilación de noticias desinformadas que han sido consultadas (https://centra-
lelectoral.ine.mx/tag/fakenews/), entre ellos que el instituto sería el organismo electoral más caro del mundo. 
y https://centralelectoral.ine.mx/2022/04/20/sabias-que-ni-las-elecciones-ni-los-organismos-electorales-en-
-mexico-son-los-mas-caros-del-mundo/
5 https://www.forbes.com.mx/amlo-plantea-desaparicion-del-ine-y-que-poder-judicial-absorba-temas-e-
lectorales/

Sin embargo, no hay una “bala de plata” contra la desinformación. Su 
confrontación es una actividad compleja, que requiere una adecuada 
comprensión de la dimensión cultural y la realidad social del país don-
de se desarrolla, por lo que se buscan estrategias adecuadas para lograr 
algún éxito. Además de la dificultad inherente a la complejidad del fenó-
meno, la disputa contra la desinformación resulta ser una tarea aún más 
ardua debido a la posición de desequilibrio entre los comercializadores 
de desinformación y los organismos electorales. Mientras los desinfor-
madores actúan en ilegalidad e irresponsabilidad, liberados de ataduras 
éticas, la autoridad electoral se guía por la ley y observa varias limita-
ciones derivadas del imperativo ético que la guía. Además, mientras la 
Justicia Electoral utiliza la comunicación institucional, cumpliendo con la 
espantosa verdad y respetando la complejidad de los hechos, los distor-
sionadores utilizan atractivas teorías conspirativas y cómodas simplifica-
ciones descontextualizadas.

Es en este contexto, de complejo juego de campo inclinado, que los or-
ganismos electorales tienen que encontrar herramientas para reducir y 
contener los efectos nocivos de la desinformación en el proceso electoral.

 

3.	 ACCIÓN DE LA JUSTICIA ELECTORAL BRASILEÑA EN LA LUCHA 
CONTRA LA DESINFORMACIÓN

Desde una perspectiva global, la desinformación en el contexto electoral 
comenzó a recibir mayor atención después de las elecciones presiden-
ciales de Estados Unidos de 2016. En el escenario brasileño fue a partir 
de las elecciones presidenciales de 2018 que este fenómeno ganó pro-
tagonismo en el radar de la Justicia Electoral. En esta elección, los expe-
dientes desinformativos fueron dirigidos a los órganos electorales, y sus 
miembros, y también dirigidos contra el proceso electoral, en narrativas 
que buscaban reducir la confianza en el sistema de voto electrónico y en 
las autoridades que llevaron a cabo el proceso.

Para enfrentar estos nuevos retos que se les presentaron, en el ejercicio 
de sus atribuciones administrativas, aún en 2018 se celebraron las pri-
meras alianzas de la Justicia Electoral con partidos políticos y platafor-
mas digitales, y se estableció una oficina estratégica para hacer frente 
a los ataques que se estaban dirigiendo al órgano electoral. En 2019 se 
elaboró, en ese momento, el primer programa para combatir la desinfor-
mación del Tribunal Superior Electoral con un enfoque específico en la 
elección de 2020. 

Dados los resultados favorables obtenidos en el marco del programa y el 
hallazgo de que los esfuerzos dirigidos a contener los trastornos de la in-
formación no podían restringirse a períodos electorales, en 2021 se creó 
el Programa Permanente de Combate a la Desinformación de la Justicia 
Electoral - PPED y se creó la Oficina Asesora Especial para el Combate a la 
Desinformación del TSE.6

En el ámbito administrativo, la justicia electoral contra la desinformación 
se desarrolla sin ningún sesgo sancionador, basada en una acción dialó-
gica y cooperativa. En el desarrollo del PPED, se adoptó un enfoque sis-
témico, multidisciplinario y multisectorial, en un modelo de organización 
basado en redes, en el que la Justicia Electoral actúa en alianza con diver-
sos actores del proceso electoral. En este escenario, el Tribunal Superior 
Electoral juega el papel de hub, punto central de diálogo y cooperación 
entre los actores del proceso y todo el modelo de sociedad.7

Las actividades de afrontamiento se dividen en tres ejes: a) informar; 
b) empoderar; y c) responder. Los dos primeros ejes incluyen técnicas 
de prebunking, que tienen un carácter preventivo, y que buscan desar-
rollar la resiliencia de la población a los efectos de la desinformación, 
especialmente a través de la educación mediática. El tercer eje, en el 
tiempo, implica acciones de naturaleza más receptiva, que se despliegan 
en técnicas de desmentido, que tienen como objetivo desenmascarar la 
desinformación en circulación y ofrecer respuesta con contenido claro y 
comprensible.

Para el desarrollo de acciones relacionadas con el primer enfoque, in-
formar, se buscó contrarrestar la desinformación con información de ca-
lidad, accesible, transparente y oficial. Debe quedar constancia de que 

6 El informe de acciones y resultados el Programa de Desinformación Centrada en las Elecciones 2020 está 
disponible en <https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/>.
7 Plan Estratégico para las Elecciones de 2022 del PPED, p. 13. El plan está disponible en <https://www.justi-
caeleitoral.jus.br/desinformacao/>

https://www.reuters.com/world/africa/kenya-braces-legal-battle-after-ruto-declared-president-elect-2022-08-16/
https://www.reuters.com/world/africa/kenya-braces-legal-battle-after-ruto-declared-president-elect-2022-08-16/
http://jp.reuters.com/article/idINIndia-3118632007123
http://jp.reuters.com/article/idINIndia-3118632007123
https://news.un.org/en/story/2011/05/376492-death-toll-ivorian-post-election-violence-surpassed-1000-un
https://news.un.org/en/story/2011/05/376492-death-toll-ivorian-post-election-violence-surpassed-1000-un
https://centralelectoral.ine.mx/tag/fakenews/
https://centralelectoral.ine.mx/tag/fakenews/
https://centralelectoral.ine.mx/2022/04/20/sabias-que-ni-las-elecciones-ni-los-organismos-electorales-en-mexico-son-los-mas-caros-del-mundo/
https://centralelectoral.ine.mx/2022/04/20/sabias-que-ni-las-elecciones-ni-los-organismos-electorales-en-mexico-son-los-mas-caros-del-mundo/
https://www.forbes.com.mx/amlo-plantea-desaparicion-del-ine-y-que-poder-judicial-absorba-temas-electorales/
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tan importante como el organismo electoral que produce información 
de calidad es presentar una comunicación eficiente, que pueda mejorar 
el alcance de la información y competir adecuadamente en el ecosiste-
ma de la información. Para ello, las acciones de las asociaciones juegan 
un papel esencial, en la medida en que pueden ampliar el alcance del 
mensaje de justicia electoral, tanto por la reproducción de noticias del 
órgano electoral, como por la producción de contenido propio con men-
sajes relacionados. El uso de herramientas y aplicaciones tecnológicas 
que facilitan el acceso a la información oficial también es una medida que 
resulta relevante, como el chatbot desarrollado por la Justicia Electoral 
en alianza con Whatsapp, al que se apodó “Tira de Duda Electoral en 
Whatsapp”. La credibilidad de la información sigue siendo beneficiada 
por la transparencia de las acciones desarrolladas por el órgano electo-
ral, y es crucial poner a disposición de la sociedad la mayor cantidad de 
datos posibles sobre las acciones desarrolladas. En este sentido, vale la 
pena tanto ampliar la difusión de temas relacionados con las etapas y 
procesos que involucran la elección, como las acciones para combatir la 
desinformación desarrolladas y las alianzas firmadas, haciendo público el 
contenido de los acuerdos firmados.

La construcción de resiliencia a la desinformación, entendida como la 
capacidad de la colectividad para defenderse frente a los desafíos de la 
desinformación (HUMPRECHT et al., 2013), es considerada por la doctri-
na como un factor de gran valor para hacer frente a la desinformación. 
Una de las herramientas más efectivas para desarrollar esta resiliencia es 
a través de la capacitación en medios, e implica desarrollar conocimiento 
y atención sobre el entorno digital y cómo funciona (GOODMAN, 2021). 
Comprender cómo funciona la desinformación, “inocular” a la población 
con conocimiento, fortalece el espíritu crítico en la comunidad, reducien-
do la posibilidad de difundir información manipulada (GARCIA; SHANE, 
2021). La educación permite realizar una confrontación racional entre la 
información recibida y la realidad, facilitando la distinción entre verdad 
de mentira, importante e irrelevante (NUÑEZ, 2019).8

Siguiendo esta lógica, el eje de formación se dirige a la construcción de 
capacidad crítica a través de la realización de acciones dirigidas a la for-
mación mediática e informativa. Estas actividades involucran al público 
interno de la Justicia Electoral (magistrados, servidores y colaboradores) 
y al externo (partidos políticos, periodistas, asociaciones de la sociedad 
civil, plataformas digitales, etc.). Las iniciativas pueden ser desarrolladas 
por la autoridad electoral -como cursos de seguridad electrónica o inte-
gridad electoral- o por socios que buscan aportar conocimientos sobre 
puntos específicos que contribuyan a una mayor comprensión del fenó-
meno -como talleres ofrecidos por plataformas digitales, clases presenta-
das por miembros de la academia, entre otros-.

Finalmente, el eje de respuesta  se dirige a la adopción de medidas con-
cretas de identificación, desaliento y neutralización de las manipulacio-
nes de información en el contexto electoral. Para ello, se desarrollan 
actividades de monitorización para transmitir trastornos informativos y 
comportamientos no auténticos en el entorno de la comunicación, que 
incluyen tiroteos masivos, click farms, bots, etc. La oferta de respuestas 
rápidas y efectivas a la desinformación identificada durante el monitoreo 
también se incluye en este eje de acción. La brevedad en la reacción del 
organismo electoral tiene el poder de reducir la difusión de las noticias 
fabricadas, por lo tanto, la anticipación de la acción -con la producción de 
respuestas a la desinformación predecible- puede ayudar a contener el 
daño al ecosistema de información. Aquí también es vital la formación de 
alianzas, tanto para coadyuvar en la producción ágil de respuestas, como 
para la difusión de lo producido por la Justicia Electoral. Una de las her-
ramientas desarrolladas por el organismo electoral brasileño enfocada 
en este eje de acción es el Sistema de Alerta de desinformación contra 
el proceso electoral, a través del cual es posible registrar denuncias de 
publicaciones en plataformas digitales que tienen contenido desinforma-
do. Estas quejas se envían a la respectiva plataforma digital asociada del 
programa (actualmente hay doce plataformas) que realizará actividades 
de moderación teniendo en cuenta sus propios términos de uso.

Actualmente el programa brasileño cuenta con más de 150 socios, entre 
partidos políticos (30, de los 32 existentes en el país), el Consejo Federal 
del Colegio de Abogados de Brasil, Supremo Tribunal Federal, platafor-
mas digitales, agencias de verificación, universidades, asociaciones civi-

8 Humprecht, Esser y Aelst sostienen que la resiliencia a la desinformación en línea 
escontexto estructural en el que los trastornos asignados a la información no lle-
gan a un gran número de personas. (2020). Resilience to Online Disinformation: A 
Framework for Cross-National Comparative Research. The International Journal of 
Press/Politics, 25(3), 493–516. https://doi.org/10.1177/1940161219900126

les, entidades religiosas y paraecsiásticos, centros de investigación entre 
otros. Las alianzas juegan un papel esencial en el programa, ya que cada 
una con sus capacidades y características, suman conocimientos especí-
ficos sobre el tema, ofreciendo un refuerzo estructural para actividades 
estratégicas, actuando en contextos en los que las características institu-
cionales recomiendan la certificación externa y ampliando los canales de 
comunicación de la Justicia Electoral.

Debido al fuerte papel del ciberespacio en la difusión de la desinforma-
ción, así como a la influencia de este medio digital como fuente prima-
ria de información para los brasileños, las asociaciones con plataformas 
prestan especial atención. Aunque todas las grandes tecnológicas han 
firmado el mismo término de soporte estándar, los memorandos de en-
tendimiento, que traen compromisos específicos, se desarrollaron de 
manera personalizada para cada plataforma, con el fin de registrar las 
herramientas disponibles y las acciones a desarrollar por cada una de 
ellas, dentro de las posibilidades y habilidades de su diseño de producto. 
Cabe dejar constancia de que varias de las acciones desarrolladas por las 
plataformas no encuentran correspondencia en otros países del mundo, 
siendo medidas innovadoras y construidas a través de una relación dialó-
gica de cooperación entre el organismo electoral y las grandes tecnológi-
cas. Un ejemplo de ello es el mencionado Sistema de Alertas, que utiliza 
un canal extrajudicial creado con empresas tecnológicas.9

Las características socioculturales de cada país influyen fuertemente en 
las acciones que deben adoptar los órganos electorales. Dicho de otra 
manera, las respuestas deben construirse a partir de las demandas espe-
cíficas de cada comunidad. El hecho es que mientras algunos países su-
fren de desinformación extranjera en sus procesos electorales, otros es-
tán luchando contra amenazas internas, y cada una de estas situaciones 
requiere un enfoque distinto, o varios enfoques. Este hallazgo demuestra 
la necesidad de comprender las realidades locales y buscar soluciones 
que puedan responder adecuadamente al problema enfrentado.

En este sentido, es importante encontrar alianzas estratégicas capaces de 
proporcionar recursos innovadores para temas específicos. Un caso que 
merece referencia en este punto es el llamado “Zero Rating”, que implica 
el acceso a la información en el entorno digital. Se sabe que en Brasil la 
mayoría de los operadores proporcionan acceso a las redes sociales con 
exención de la recopilación de datos, incluso para más de 130 millones 
de líneas de prepago. Sucede que una parte considerable de los titulares 
de los mismos no tienen créditos para acceder a información fuera de las 
redes sociales. Había, por tanto, un escenario desfavorable en el que esta 
porción de la población tendría acceso a la desinformación que circulaba 
en las redes sociales -ya que era gratuita- pero que no podía compro-
bar la información oficial de la autoridad electoral -ya que para estas no 
había exención-. Ante esta situación, se firmó una alianza entre el TSE 
y Conexis Brasil (representante oficial del sector de telecomunicaciones 
del país) que permite acceder a la página “Hecho o Rumor” de la Justi-
cia Electoral (que funciona como repositorio de contenido desinformado 
que ya ha sido verificado) sin cobrar el paquete de datos. Con esto, si la 
desinformación era gratuita, la información de calidad también se volvía 
gratuita.10

Por otra parte, considerando el contexto de ataques que se han dirigido a 
la Corte Electoral a través de campañas de desinformación, y los riesgos 
que el déficit reputacional puede ofrecer al proceso electoral, el Tribunal 
Superior Electoral instituyó, además del programa de hacer frente a la 
desinformación, también un Programa de Fortalecimiento Institucional 
desde la gestión de la imagen de la Justicia Electoral. El enfoque de este 
programa es el desarrollo de actividades orientadas a aumentar la per-
cepción de confianza social sobre el proceso electoral y la Justicia Electo-
ral, a través de la prevención (relacionada con la gestión de la reputación) 
y afirmativa (a través de la construcción del crédito social).11

Por otra parte, dentro de su competencia normativa, que se inserta en 
su atribución de organizar la elección, el Tribunal Superior Electoral ha 
venido endureciendo las reglas de la controversia electoral que se refie-
ren a la manipulación de la información, comenzando a prever sanciones 
específicas para el caso de desinformación entre candidatos y contra el 

9 La edición 2022 de Digital News Report muestra que internet es la principal fuente de información de brasi-
leños (El 83% de los encuestados, mientras que la televisión fue indicada por el 55% de ellos) utilizan las redes 
sociales para buscar noticias (Digital News Report)

10	 https://agenciabrasil.ebc.com.br/geral/noticia/2020-01/consumidores-de-todo-o-pais-podem-consultar-
-linhas-pre-pagas-por-cpf.
11	 Disponible para descargar en <https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/arquivos/tse-profi.
pdf>. 

https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/arquivos/tse-profi.pdf
https://www.justicaeleitoral.jus.br/desinformacao/arquivos/tse-profi.pdf
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proceso electoral, que van desde la garantía del derecho de réplica,  la 
posibilidad de pérdida del cargo por abuso de poder y mal uso de los 
medios de comunicación, sin perjuicio de las sanciones penales que pro-
cedan (arts. 9º y 9a de la Resolución 23.610/2019). 

También es importante señalar que además de las acciones realizadas 
por el órgano electoral en el ámbito de su competencia administrati-
va, el enfrentamiento con la desinformación también ha sido objeto de 
atención de la Justicia Electoral a través de su jurisdicción. Debe quedar 
constancia de que el modelo de gobernanza electoral previsto en la Cons-
titución Federal atribuye al Poder Judicial Electoral, que forma parte del 
Poder Judicial federal, tanto la función de organizar las elecciones electo-
rales, como la de resolver las controversias judiciales que se deriven de 
las mismas.

En este punto, recientemente el Tribunal Superior Electoral abordó dos 
casos relacionados con la manipulación de información en campañas 
electorales. En uno de ellos se habló del tiroteo masivo y en el otro de 
la difusión de desinformación contra el proceso electoral. Al juzgar las 
Acciones de Investigación Judicial Electoral de los NºS AIJES 0601968-80 
y 0601771-28, que involucraron la placa que ganó las elecciones presi-
denciales de 2018 y los tiroteos masivos a través de la aplicación What-
sapp, el TSE entendió que la colocación de tiroteos masivos a través de la 
plataforma de redes sociales puede caracterizar el mal uso de los medios 
de comunicación,  capaz de generar la pérdida de mandato o destitución 
del registro. En la otra ocasión, al evaluar el Recurso Electoral Ordinario 
del N° 0603975-98.2018.6.16.0000, que involucra al entonces Diputado 
Federal Fernando Francischini, el Tribunal Electoral afirmó el entendi-
miento de que las plataformas de redes sociales se encuentran dentro 
de la definición de medios prevista en el art. 22 de la LC 64/90. Con este 
entendimiento, se estableció, en el marco del TSE, la tesis de que es po-
sible perder el cargo debido a la difusión de desinformación para atacar 
el sistema de voto electrónico y la democracia, afectando la normalidad 
de la elección. Estos dos juicios son precedentes importantes que ayudan 
en el desincentivo a difundir contenidos desinformativos en los procesos 
electorales.

CONCLUSIÓN

La desinformación en el proceso electoral es un fenómeno grave que 
puede afectar tanto a los resultados de las elecciones -situaciones en las 
que actúan desórdenes informativos en la formación de la voluntad del 
elector- como a la percepción de legitimidad de los resultados -cuando, 
independientemente de la influencia efectiva de la desinformación en el 
cambio de votos-, la sociedad desacredita los resultados obtenidos. En 
ambas situaciones es posible ver los graves riesgos que la manipulación 
informativa genera para la estabilidad democrática.

No existe una solución única y definitiva para acabar con la desinforma-
ción en el contexto de los procesos electorales. Sin embargo, es posible 
que los organismos electorales adopten medidas que tengan la capaci-
dad de reducir los impactos de este fenómeno en las elecciones. La pro-
ducción de información de calidad, asociada a la capacidad mediática de 
la población, son medidas preventivas que contribuyen a fortalecer la 
resiliencia de la sociedad, haciéndola menos susceptible de ser engañada 
y, por lo tanto, reduciendo el alcance de los trastornos de la información. 
Por otro lado, la adopción de medidas de respuesta ayuda a restaurar el 
ecosistema de información afectado por la propagación de la desinfor-
mación. Junto aestas acciones,  es importante prestar especial atención 
al fortalecimiento de la reputación institucional, lo que se traduce en una 
mayor confianza en el resultado de la elección.

La planificación adecuada de las acciones de afrontamiento y la forma-
ción de una red de actores comprometidos en la defensa del entorno 
democrático y dispuestos a colaborar para la implementación de estas 
acciones para combatir la desinformación, la forma en que se desarrolló 
el programa del organismo brasileño, son medidas esenciales para for-
talecer la normalidad y la legitimidad del proceso electoral y,  en conse-
cuencia, con el fin de lograr una mayor paz social.
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Valéria Dias Paes Landim

1) El escenario político electoral para las mujeres brasileñas en las elec-
ciones de 2022.

Después de 20 días de la campaña electoral en Brasil, las reflexiones de la 
respuesta de la presencia femenina revelan el panorama de lo que toda-
vía nos requiere y requerirá, para que el número de mujeres en los pues-
tos del Ejecutivo y el Legislativo pueda aumentar considerablemente.

No es demasiado recordar que parte de lo que se ve en los números de 
esta elección es una combinación de presiones formales para llamar la 
atención sobre la necesidad de permitir el acceso de las mujeres brasi-
leñas a un mayor espacio en la disputa electoral. Y aquí, nunca es dema-

siado mencionar la importancia de la acción afirmativa, y particularmen-
te la Ley 9.100/1995, que instituyó cuotas de género para la participación 
de las mujeres en la contienda electoral.

Sin embargo, este primer instrumento sigue siendo una puerta de entra-
da. El asiento para el banquete principal no está garantizado.   E incluso si 
el acceso al banquete no es para la libre elección de las mujeres, esta es 
la única herramienta disponible, y esta, a pesar de casi 27 años de imple-
mentación, sufre de fuerza para evolucionar en número y solo subsiste 
para garantizar el espacio mínimo para las aplicaciones de las mujeres 
en Brasil.

Es que, a la hora de analizar los números de candidaturas en estas 
elecciones de 2022, y aquí hablamos de este primer momento, no hay 
ninguno de los principales grupos tradicionalmente políticos que hayan 
lanzado un número superior al 30% del porcentaje del género femeni-
no. La tarea se resume, aunque solo sea en el lanzamiento del número 
mínimo de mujeres, para la mera aprobación del proceso de registro de 
solicitudes. Con las cifras actuales, incluso después de 20 años de acción 
afirmativa, Brasil continúa sin más avances en términos de presencia y 
representación femenina en la política.

En 2022, la participación de las mujeres alcanzó el 33,27% de las solici-
tudes de las mujeres.  Este número en comparación con las últimas tres 
elecciones se considera el más grande.  La participación femenina, en porcen-
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taje, también es mayor en 2022 en comparación con 2018 y 2014.1

Para ser exactos, según los datos ya aportados por el Tribunal Superior Electoral - 
TSE2, estos son los números y porcentajes de las últimas tres campañas electorales:

Cuadro N.º 1.  Porcentaje y número de mujeres candidatas.

Número de candidatas 
mujeres

Porcentaje de solicitudes fe-
meninas

1 2014 8.139 30,99%

2 2018 9.221 31,6%

3 2022 9.353 33,27%
El crecimiento de las solicitudes de mujeres en 2022 en comparación con 
2014 es solo del 2,28%. Es decir: Brasil tardó 8 años en aumentar solo el 
dos por ciento del número de mujeres que se presentaron a estas elec-
ciones.

El número de candidatos negros auto declarados creció en comparación 
con 2018 y 2014, el año en que se instituyó la autodeclaración racial. En 
esta elección, el 18,13% de las mujeres que se postulen serán de mujeres 
negras auto declaradas y el 0,88% de mujeres indígenas auto declaradas.  
En relación con 2018, el número de solicitantes indígenas creció 67.35%, de 49 a 
82. En relación con 2014, el incremento es del 182,76% (fueron 29 ese año). Es 
decir, casi el triple.3

Cuadro Nº 2. Candidatos negros

2014 835

2018 1238

2022 1696
 
Un dato para tener en cuenta es la cantidad de solicitudes de mujeres 
a la Presidencia de la República, calidad, nivel, ingenio y experiencia.  
Corresponden al 33,3% del total de candidatos. Del total de 12 (doce) 
candidatos presidenciales, 4 (cuatro) son mujeres.

Aunque el aumento en el número de candidatas es limitado, revela que 
el activismo de las mujeres se ha fortalecido. Estamos más politizadas, 
más concienciadas y somos parte del proceso de elaboración y toma de 
decisiones que influyen directamente en la agenda. Sin embargo, hay una 
pregunta: ¿son suficientes estas cifras y la representación en el bloque de 
aplicación? La respuesta objetiva es no.

2. Los compromisos formales de Brasil con una mayor participación fe-
menina, la igualdad en la Constitución y el marco jurídico.

Hablar de los compromisos formales de Brasil con las mujeres en la polí-
tica es hablar de las condiciones mínimas que cada Estado debe ofrecer 
para garantizar la igualdad de las mujeres en una disputa electoral y la 
relación con el universo político.

Brasil no tiene una Ley de Igualdad. La paridad política no es un precepto 
constitucional. Los mecanismos y marcos jurídicos de que disponen las 
mujeres son precarios.  Y la Constitución Federal no traduce a través del 
artículo 5, las garantías constitucionales específicas para la paridad en la 
política.  Aliado a esto, el escenario de articulación por normas que ya se 
han presentado en la legislatura nacional que traen un debate más pro-
fundo de soluciones para enfrentar la subrepresentación, sufren de una 
fuerte incidencia, por lo que puede provocar la aprobación de los temas 
y proyectos de ley que avanzan en el debate, para superar y asegurar más 
mujeres parlamentarias e impactar directamente los números y posicio-
nes que Brasil ocupa hoy, como la presencia en el parlamento. 

2.1 El modelo actual de la Ley de Cuotas y la necesidad de rediseñar y 
asociar nuevos mecanismos para los resultados de impacto. Listas cerra-

1  https://g1.globo.com/politica/eleicoes/2022/eleicao-em-numeros/noticia/2022/08/16/numero-de-mu-
lheres-candidatas-e-o-maior-das-ultimas-tres-eleicoes-gerais.ghtml
2 https://sig.tse.jus.br/ords/dwapr/seai/r/sig-candidaturas/g%C3%AAnero?session=2267407140546
3 https://g1.globo.com/politica/eleicoes/2022/eleicao-em-numeros/noticia/2022/08/16/numero-de-mulhe-
res-candidatas-e-o-maior-das-ultimas-tres-eleicoes-gerais.ghtml

das y reserva de asientos.

La legislación vigente solo garantiza que las mujeres, superando las bar-
reras de sana relación en la estructura interna de los   partidos, tengan 
vacantes en las listas electorales/internas de los partidos, para someter 
estos nombres a la aprobación/rechazo de las inscripciones de candida-
turas. No hay listas cerradas en Brasil ni planificación de posiciones.  Esta 
combinación en países con buenas posiciones de presencia femenina en 
la política se deriva de esta asociación, como es el caso de Ruanda. 

Por lo tanto, es necesario evaluar lo que realmente ha estado sucediendo 
con el acceso de las mujeres al entorno político y calificar la relación par-
tidaria, la militancia y la candidatura. No sólo es, sino también la garantía 
urgente de un número mínimo de escaños para los candidatos.

Otro aspecto que necesita una regulación eficiente y específicas cómo 
financiar las campañas de las mujeres.  La forma en que se estableció el 
estándar para determinar la distribución de los recursos con el fin de con-
ferir resultados de impacto ha recibido ataques y resistencias de algunas 
partes. El diseño de distribución de estos recursos ha sido provocado por 
la incidencia judicial y que, sin esto, los medios para hacer campaña por 
las mujeres estarían completamente condenados al fracaso.

Una situación que merece ser destacada sobre esta gestión de recursos 
de las campañas de las mujeres es que los valores del Fondo Electoral, 
en su mayor parte, los partidos han sido distribuidos y controlados por 
hombres. En general, son los presidentes de los partidos políticos o teso-
reros quienes reciben los valores, y discrecionalmente, sin escuchar a las 
secretarias del segmento femenino del partido, destinan estos recursos 
como deseen. 

En el ejemplo señalado, hay una tontería. Se supone que, durante el pe-
ríodo anterior a las elecciones, el segmento femenino de cada partido 
está directamente relacionado con afiliados, activistas, líderes, etc.  Son 
estas secretarias del segmento femenino de los partidos, quienes tie-
nen la legitimidad para distribuir estos valores, con el fin de privilegiar 
la prioridad que se debe dar a las candidaturas de las mujeres, que en su 
mayoría no reciben la misma atención y cuidado político de los hombres.  
Porque son los que están en constante diálogo entre ellos, se conocen 
más de cerca y comparten, por regla general, las mismas dificultades, 
que no siempre tienen la oportunidad de una relación directa con los 
presidentes o tesoreros de los partidos, por ejemplo.

Creo que, en este caso, se debe emitir una norma específica para tratar la 
gestión de la distribución de la FEFC por parte de las mujeres que dirigen 
los derechos de las mujeres en los partidos, así como   los valores deriva-
dos del Fondo del Partido para la formación y difusión de la participación 
femenina en la política, que se hagan por ellas.

Una condición que llama la atención es el tiempo para la asignación de 
estos recursos para que las mujeres ejecuten el proyecto de campaña. 
Hasta el momento (septiembre de 2022), los valores del Fondo Electoral 
no han llegado a la cuenta de las mujeres. Como regla general, una gran 
parte del grupo de mujeres no tiene los valores para avanzar en su propia 
campaña, sin comprometer su sustento y el de sus familias. Esta situa-
ción ha dado lugar a un aumento del número de exenciones de solicitud, 
dadas las precarias condiciones financieras de un grupo considerable de 
mujeres. El tiempo se retrasa y el entusiasmo con la campaña termina 
desnaturalizado por el simple hecho de que el tiempo del espíritu políti-
co, no coincide como regla general, con el momento de distribución de 
los recursos del fondo electoral.

La reunión de estos pocos ejemplos y condiciones de la campaña de las 
mujeres revela que existe un frágil compromiso de Brasil con la creación 
y el rediseño de instrumentos que puedan acelerar la llegada de más mu-
jeres y aumentar este fatídico porcentaje de presencia en el poder y la 
subrepresentación en la política. 
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Es interesante darse cuenta de que, en algunos partidos brasileños, toda-
vía hay obstáculos y falta de interés y compromiso con las mujeres.  La es-
tructura para las mujeres es de decisiones desorganizadas, centralizadas 
en la persona del presidente del partido, lo que generalmente dificulta 
o retrasa la ejecución de buenas prácticas y acciones para fortalecer las 
candidaturas de las mujeres, por el mero aspecto burocrático.  El tema de 
la paridad no es una cuestión de primer orden en las partes.  De hecho, 
vienen a trabajar en contra del tema.

3. Conclusión

Si bien el recorrido de las mujeres activistas y activistas por la causa de 
la participación femenina es largo y lleno de desafíos, aunque podemos 
reconocer la existencia de algunos avances normativos o no, las medidas 
que tenemos hasta ahora son insuficientes, no garantizan y no revelan 
ningún escenario de mejora sustancial en la condición actual de la forma 
de operar la política para las mujeres. 

La igualdad entre mujeres y hombres tiene disposición constitucional, 
pero para la política no se asigna como precepto fundamental. 
No debemos dejar de mencionar hasta que haya una superación del mo-
delo actual, que la actual ley de cupos es extremadamente frágil e invoca 
un rediseño urgente para las próximas elecciones, ya que la víspera del 
fin de 3 (tres) décadas, no puede apalancar ni despegar del porcentaje 
mínimo de la presencia de mujeres en las listas para candidaturas. 

Además de la ausencia de reserva de asientos, hay un factor más grave 
incluso que es la ausencia de sanción administrativa para los casos de 
incumplimiento de los medios que existen a partir del fortalecimiento de 
las solicitudes y mandatos de las mujeres, lo que ayuda a evidenciar la 

mayor debilidad de las características del actual modelo de acción afir-
mativa.

Sin embargo, en el escenario actual, si bien se reconocen los grandes es-
fuerzos para hacer que el ambiente político para las mujeres sea menos 
hostil, todavía es posible percibir la baja democracia interna en la estruc-
tura de los partidos cuando traemos el recorte de género.  La mayoría de 
las mujeres tienen poco acceso al proceso de adopción de decisiones, 
especialmente para las elecciones y más; hay un escenario claro que mu-
chas veces aleja o rechaza a las mujeres, a pesar de que los estatutos 
tienen reglas internas de paridad, pero todo esto sigue siendo en algunos 
casos una apuesta puramente retórica.

Con estas áreas aún periféricas es necesario pensar cómo es posible au-
mentar el control en los partidos para que todas las medidas creadas e 
implementadas hasta ahora para las mujeres, hayan resultado.

Brasil todavía necesita examinar más de cerca el tema. Hay un largo viaje 
por recorrer. Pero se puede acortar.  Se acerca una nueva legislatura y 
tenemos que pensar en elegir a aquellos y aquellos que de hecho están 
comprometidos con la agenda de las mujeres en la política y no solo esto, 
sino un compromiso con la democracia entre pares para que el país trans-
forme rápidamente estos terribles números en los próximos años.
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Frederico Rafael Martins de Almeida

Las decisiones políticas tienen un impacto importante en la vida del ciu-
dadano y, en consecuencia, en las actividades que ha desarrollado en su 
esfera privada o pública.

En una democracia, por tanto, tener el mínimo de conocimiento previo 
sobre las ideas y propuestas de quienes ponen el nombre al crivo del 
electorado es fundamental para todos los miembros de la sociedad.

Es importante destacar que el ciudadano tiene derecho a tener acceso al 
máximo conocimiento sobre sus derechos como ciudadano.  El votante 
desinformado no puede estar lo suficientemente involucrado o compro-
metido con el proceso electoral.

Es en este contexto que las campañas electorales son importantes. En un 
momento en que deben, al menos en la opinión, alumbrar al votante so-
bre el movimiento político para que pueda ejercer libremente su derecho 
de elección basado en el mayor número de información e impresiones 
sobre los involucrados, debe tener el papel fundamental de clarificar. La 

campaña electoral es, por lo tanto, el escenario para que los oponentes 
políticos sean vistos por aquellos que votan y que puedan formar libre-
mente su convicción personal.

La elección es un momento en que cada uno es llamado individualmente 
a participar. Y toda acción que pretenda clarificar al ciudadano debe ser 
elogiada por la necesidad de que el ciudadano sea cada vez más cons-
ciente.

Además de los diversos derechos fundamentales que, como tales, son 
indispensables para asegurar directamente la existencia humana misma, 
otros se manifiestan como instrumentos de realización de este fin mayor, 
asegurando el desarrollo intelectual, emocional y cultural del individuo, 
proporcionando su plena realización, como la libertad de expresión del 
pensamiento, que incluye, entre otros, la libertad de prensa y propagan-
da.

Así, los derechos políticos condicionan y limitan, tanto positiva como ne-
gativamente, la posibilidad de intervención estatal, en todos sus niveles y 
funciones (administración, legislación y jurisdicción), en lo que respecta 
al alcance de la protección de las prestaciones de conducta que les garan-
tizan.  Así, el legislador no puede, a su discreción, contar con leyes que 
aseguren el pleno ejercicio de las facultades inherentes a los derechos 
políticos o editar otras que resulten en su limitación, una vez que se pue-
de configurarse como un retroceso social.

La sección cultural de la propaganda electoral está protegida en el art. 
220 de la Constitución Federal, disponiendo que “la manifestación del 
pensamiento, la creación, la expresión y la información, en cualquier for-
ma, proceso o vehículo no sufrirá restricción alguna, con sujeción a lo 
dispuesto en esta Constitución”.
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Sin embargo, el Estado, en sus múltiples actividades en los tiempos 
contemporáneos, no parece cumplir su función esencial de cualificar la 
participación popular, dejando un vacío en la realización de una política 
estatal de desarrollo cultural.

Pero parece que, tras la conquista de la democracia por parte de la so-
ciedad, prevalece el reto de superar la falta de formación e información, 
porque todos los implicados, aunque no muestren interés directo, se ve-
rán impactados. 

En este contexto, la circulación de desinformación, utilizando el poder y 
la velocidad de la red informática mundial, ha interferido seriamente y 
se ha apropiado indebidamente de la voluntad del mundo popular en las 
democracias modernas.   

Estamos en un mundo hiperconectado y abundan los datos, sin embargo, 
uno de los grandes retos de las democracias modernas es superar el le-
targo cívico de la mayoría de los votantes. El resultado de las elecciones 
políticas ejerce una influencia inmediata en la vida cotidiana del ciuda-
dano, interfiriendo en sus actividades privadas o en su relación con el 
orden público, pero no parece ser suficiente para que haya un interés en 
la participación.

En Brasil, debido a varios factores, como sus características históricas y 
económicas, hay un bajo apoyo político de la mayoría de sus ciudadanos, 
con la consiguiente formación de una sociedad donde la participación 
popular predomina como meramente una cancillería, parte de una forma 
u otra forma de asunción al poder.

El volumen de participación popular no demuestra necesariamente un 
interés político consciente, ya que un gran número de ciudadanos no sig-
nifica que sean libres y conscientes de sus elecciones.

En una visión miope y superficial de la realidad, el discurso a menudo 
predica que cuanto más voluminosa es la participación, mayor es el com-
promiso del ciudadano, confunde el aspecto cuantitativo activo con el 
aspecto cualitativo.

En este punto, se pueden señalar varias causas de esta desconexión, una 
de ellas es la falta de voluntad política de los gobiernos para invertir en 
la emancipación educativa de la población brasileña, uno de los grandes 
problemas actuales.

 En la primera República, por ejemplo, el compromiso de los votantes 
que vivían en la zona rural predominante era con los propietarios de las 
tierras en las que trabajaban y vivían, y esto generaba una gran distorsión 
en el sentido democrático de libre elección de sus representantes. 

Ocurre que el problema es muy amplio y, entre muchos factores, para 
una efectiva participación popular es necesario respetar los principios 
básicos de la dignidad de la persona humana, dándole condiciones míni-
mas para que participe en las decisiones colectivas.

Por lo tanto, es importante utilizar todos los mecanismos posibles para 
difundir información e incentivar directamente la participación de todos 
en la vida política de la sociedad. 

La búsqueda de la participación popular consciente siempre debe pre-
valecer.

La injerencia del Estado debe ocurrir en casos extremos, ya que la estruc-
tura judicial brasileña ha pedido durante mucho tiempo reformas que 
efectivamente traigan mayor eficiencia y eficacia a todas las actividades 
inherentes a ella.

El ser humano como miembro de la comunidad de la naturaleza y como 
ciudadano del mundo siempre debe estar dispuesto a rendirse en algún 
momento de sus pequeños intereses propios.

De esta manera, no se puede ignorar el potencial de las personas para 
promover buenas ideas y decisiones dentro de la sociedad.

Además, con respecto al principio de igualdad, cualquier supresión debe 
respetar las situaciones que generan desigualdad, a menos que se au-
mente aún más la distancia entre los desiguales.

La prevalencia del fortalecimiento de la participación popular es un pres-
tigio de los principios formadores del estado de derecho brasileño.

De esta manera, la participación ciudadana debe ser alentada en todos 
los sentidos y lo primero que se debe buscar para cambiar es la realidad 
educativa del pueblo brasileño, con respeto a la voluntad de su pueblo, 
atacando directamente la raíz de lo que es uno de los mayores problemas 
de la nación.
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